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LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL EN MATERIA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA: 

UN ANÁLISIS DE SU EFECTIVIDAD EN COLOMBIA 

 

Resumen 

 

Este estudio realiza una contribución a la discusión alrededor de la efectividad de la conciliación 

extrajudicial en asuntos contencioso administrativos como mecanismo alternativo para la resolución 

pacífica de los conflictos sociales, a partir de la identificación de los fines constitucionales y legales para 

los que fue instituida. Para establecer ello, se analizó la evolución normativa y estado actual de la 

conciliación en materia administrativa, resaltando sus fines constitucionales y legales, para proceder con el 

análisis cuantitativo de los datos estadísticos proporcionados por la Procuraduría General de la Nación, 

según diferentes variables, durante los años 2010 a 2020 a nivel nacional. Finalmente, se pudo concluir que, 

la conciliación extrajudicial ha cumplido sus fines en un bajo porcentaje, lo cual no permite predicar su 

efectividad. A partir de las conclusiones se hacen algunas recomendaciones o propuestas que contribuyan 

a la efectividad de dicho mecanismo de una manera más integral.  

 

Abstract 

 
This study makes a contribution to the discussion around the effectiveness of extrajudicial 

conciliation in contentious-administrative matters as an alternative mechanism for the peaceful resolution 

of social conflicts, based on the identification of the constitutional and legal purposes for which it was 

instituted. To establish this, the normative evolution and current state of conciliation in administrative 

matters were analyzed highlighting its constitutional and legal purposes, to proceed with the quantitative 

analysis of the statistical data provided by the Attorney General's Office, according to different variables, 

during the years 2010 to 2020 at the national level. Finally, it was possible to conclude that, in a low 

percentage, extrajudicial conciliation has fulfilled its purposes, which doesn’t makes it possible to preach 
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its effectiveness. Based on the conclusions, some recommendations or proposals are made to contribute to 

the effectiveness of said mechanism in a more comprehensive manner. 

 

Palabras Clave 

Conciliación extrajudicial administrativa, mecanismo alternativo de solución de conflictos, fines 

constitucionales y legales de la conciliación, efectividad de la conciliación administrativa.  

 

Keywords  

Extrajudicial administrative conciliation, alternative dispute resolution mechanism, constitutional 

and legal purposes of conciliation, effectiveness of administrative conciliation. 

 

Introducción 

 

Contexto del problema 

 
 En la actualidad la legislación colombiana cataloga a la conciliación extrajudicial como un 

Mecanismo Alternativo de Solución de Conflictos (en adelante MASC), mediante el cual las personas de 

manera directa y pacífica, pueden llegar a un acuerdo frente a sus diferencias. Desde un principio la 

conciliación extrajudicial, vista desde todas las especialidades del Derecho, fue concebida como una 

herramienta para descongestionar los despachos judiciales, de conformidad con la Ley 23 de 1991. De ahí 

en adelante, el desarrollo normativo ha sido importante y amplio, pero expedido de manera dispersa.  

  Por ejemplo, se promulgó la Ley 446 de 1998 que definió unas normas generales de la conciliación 

en materia administrativa, tales como los asuntos susceptibles a conciliar y someramente el procedimiento. 

Posteriormente con la Ley 640 de 2001, se desarrolló de mejor manera el procedimiento y se otorgó su 

competencia, de manera exclusiva, al Ministerio Público. Adicionalmente, conforme a las Leyes 1285 de 

2009, 1395 de 2010, 1437 de 2011 y 2080 de 2021, se ha exigido este mecanismo como requisito de 
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procedibilidad cuando se pretenda ejercitar alguno de los medios de control de nulidad con restablecimiento 

del derecho, reparación directa y controversias contractuales.  

Al respecto, es pertinente mencionar que en el Congreso de la República cursa el Proyecto de Ley 

08 de 2021 del Senado, el cual con probabilidad sea aprobado, toda vez que con él se busca expedir el 

Estatuto de Conciliación para lograr, entre otras cosas, unificar todas las reglas generales de la conciliación 

extrajudicial, definir los principios generales de la conciliación, regular el uso de los medios tecnológicos 

para este trámite, establecer el régimen disciplinario del conciliador, ampliar el espectro de asuntos 

conciliables y crear el Sistema Nacional de Conciliación, que desarrollará la política pública de conciliación 

a fin de promover y fortalecer este mecanismo alternativo.  

 

Descripción del problema 

 

Es claro que el ordenamiento jurídico colombiano le ha otorgado a la conciliación extrajudicial en 

asuntos contencioso administrativos una función, primordial y popular, de descongestionar el aparato de 

justicia. Sin embargo, la jurisprudencia constitucional ha interpretado que sus funciones trascienden más 

allá de esto, por cuanto, con ella se pretende facilitar el acceso a los ciudadanos al servicio público de 

administración de justicia; fomentar la participación de las personas en la resolución de sus propios 

problemas; contribuir a la ejecución de valores inherentes al Estado Social de Derecho tales como la paz, 

la tranquilidad, el orden justo y la armonía de los vínculos sociales (convivencia pacífica); favorecer la 

materialización del debido proceso, ya que disminuye riesgos como las dilaciones injustificadas en la 

solución de la controversia; y facilitar la resolución de conflictos de manera flexible, efectiva y económica 

(Corte Constitucional, Sentencia C-222/13, 2013; Sentencia C-1195/01, 2001). Inclusive, la doctrina ha 

afirmado que también proyecta el pluralismo jurídico (Torregrosa, 2010) y protege los intereses económicos 

del Estado (Martínez, 2016; Gómez, 2020).  

A pesar de todo esto, vale la pena determinar, si este medio alternativo realmente está cumpliendo 

con sus cometidos legales y constitucionales, o sencillamente, se está asumiendo como imperativo legal 
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para agotar el requisito de procedibilidad, sin la intención de lograr la materialización de los fines 

anteriormente expuestos. 

En efecto, se tiene que en la especialidad de la jurisdicción contencioso administrativa persiste una 

congestión judicial, pues según un estudio realizado por la Contraloría General de la República ([en 

adelante CGR], 2020) a los indicadores de gestión de la Rama Judicial en el año 2019, el índice de 

congestión efectivo en la jurisdicción administrativa alcanzó un 60,02%, frente a un 50,75%, que arrojó el 

promedio de la jurisdicción ordinaria. De igual manera, teniendo en cuenta los datos del Sistema de 

Información Contencioso Administrativo (SICOA) de la Procuraduría General de la Nación (en adelante 

PGN), sobre el número total de solicitudes de conciliación efectivamente tramitadas frente al número de 

acuerdos logrados, durante los años 2010 a 2020 a nivel nacional, se observa que existe una diferencia 

bastante amplia entre ambos.  

 

Pregunta de investigación 

 
Con fundamento en lo anterior, este trabajo pretende resolver la siguiente pregunta de 

investigación: ¿En qué medida se han cumplido los fines constitucionales y legales de la conciliación 

extrajudicial administrativa en Colombia desde el año 2010 hasta el año 2020?  

 

Justificación de la investigación 

 
El presente trabajo de investigación adquiere importancia debido a que su impacto tiene relevancia 

constitucional, al tener la conciliación extrajudicial una base jurídica de rango constitucional como justicia 

alternativa que se concreta a través de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, tal como lo 

establece el artículo 116 de la Constitución Política de 1991.  

En tal sentido, supone una connotación teórica destacada ya que la conciliación extrajudicial, como 

método alterno donde los interesados discuten y deciden sus diferencias pacífica y libremente, desarrolla 

principios fundamentales como el de Estado Social de Derecho (artículo 1 de la C.P.), libertad e igualdad 

ante la ley (artículo 13 de la C.P.), y autonomía de las partes (artículos 16-33 de la C.P.). 
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A este respecto, la repercusión esperada consiste en formular un análisis normativo, doctrinal y 

jurisprudencial, que permita a la comunidad jurídica identificar los fines de orden constitucional y legal, 

para los que fue creada la conciliación extrajudicial en el campo de lo contencioso administrativo, a fin de 

verificar su efectividad.  

De la misma manera, la investigación resulta sociojurídicamente significativa por cuanto, pese al 

desarrollo normativo en la materia, no se logra evidenciar una materialización exacta del propósito de este 

mecanismo, máxime cuando su naturaleza abarca elementos trascendentales de un Estado Social de 

Derecho como la democracia pluralista y participativa, la convivencia pacífica mediante la promoción de 

una cultura de paz, el acceso a una pronta administración de justicia, la concreción de derechos y garantías 

fundamentales, y la protección del patrimonio público. Por tal motivo, resulta importante analizar de manera 

crítica el precitado Proyecto de Ley 08 de 2021, con el fin de realizar comentarios que contribuyan al 

mejoramiento del mecanismo.  

 

Objetivos de la investigación 

 
Objetivo general 

Tomando en consideración lo previamente expuesto, el objetivo general fijado en esta investigación 

consistió en determinar en qué medida se han cumplido los fines constitucionales y legales de la 

conciliación extrajudicial administrativa en Colombia desde el año 2010 hasta el año 2020.  

Objetivos específicos 

Para lograr el desarrollo del objetivo general, se fijaron como objetivos específicos:  

i) Analizar el mecanismo de la conciliación extrajudicial administrativa en Colombia, su evolución 

normativa y estado actual. 

ii) Identificar los fines constitucionales y legales de la conciliación extrajudicial en materia 

Contencioso Administrativa. 
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iii) Analizar las estadísticas de las solicitudes de conciliación tramitadas por la Procuraduría 

General de la Nación durante los años 2010 a 2020 a nivel nacional, con el fin de verificar la efectividad 

del mecanismo. 

 Se fijó este límite temporal para el análisis teniendo en cuenta que a partir del año 2010 se creó el 

sistema de estadística de la PGN sobre la conciliación extrajudicial administrativa, y hasta el 2020; porque 

como se verá, existe un buen desarrollo normativo en esos 10 años. Además para analizar el uso de esta 

figura en el contexto de la pandemia declarada por el Covid-19 y la aplicación de herramientas tecnológicas 

en la virtualidad.  

 

Metodología de la investigación 

 
Dado el problema de investigación, desde el punto de vista metodológico el mismo se enmarcó 

desde una perspectiva jurídica, toda vez que se fundamentó sobre el estudio de una institución jurídica como 

lo es la conciliación extrajudicial en el ámbito contencioso administrativo, a partir del análisis normativo, 

jurisprudencial y doctrinal. Por lo tanto, las fuentes primarias utilizadas fueron fuentes formales y 

materiales del derecho (Constitución, ley, decretos, jurisprudencia y doctrina) y secundarias (artículos 

científicos, documentos digitales, gacetas del Congreso, estadísticas), este material documental se examinó 

de manera directa.  

Así las cosas, para el desarrollo de los dos primeros objetivos del proyecto, se hizo uso del método 

analítico-descriptivo, con el propósito de observar y examinar el mecanismo de la conciliación extrajudicial 

administrativa en Colombia, su evolución normativa, estado actual y fines constitucionales y legales.  

Para el desarrollo del tercer objetivo, se utilizó un enfoque de análisis cuantitativo a partir de las 

estadísticas suministradas por la Procuraduría General de la Nación durante los años 2010 a 2020 a nivel 

nacional, donde se confrontó el número de solicitudes de conciliación radicadas, realmente tramitadas por 

esa entidad, con el número de acuerdos conciliatorios logrados y su respectiva aprobación judicial.     
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Con el objeto de analizar los resultados, se tuvo en cuenta como variables el porcentaje total de 

solicitudes de conciliación presentadas versus el total de acuerdos conciliatorios con aprobación judicial, 

conforme a ello, se definió como escala de medición la siguiente: alta (porcentaje mayor al 80% de las 

conciliaciones con acuerdo aprobado por el juez), media (porcentaje del 50% al 79% de las conciliaciones 

con acuerdo aprobado por el juez), y baja (porcentaje menor al 50% de las conciliaciones con acuerdo 

aprobado por el juez). 

 

Desarrollo 

 
La investigación se desarrolló en tres capítulos de conformidad con los objetivos específicos 

determinados. El primero hace referencia al concepto de los MASC como justicia alternativa, a la noción 

general de conciliación extrajudicial y en materia contencioso administrativa, en particular. A su vez, se 

hace una descripción de su desarrollo normativo y estado actual. 

El segundo capítulo, desarrolla cada uno de los fines o cometidos de este medio alternativo desde 

el punto de vista normativo, jurisprudencial y doctrinal. Finalmente, en el tercer capítulo, se expone el 

análisis sobre las estadísticas de las solicitudes de conciliación tramitadas por la Procuraduría General de 

la Nación durante los años 2010 a 2020 a nivel nacional, con el propósito de verificar la efectividad del 

mecanismo, para a partir de ello, realizar un análisis crítico al proyecto de ley número 08 de 2021. 

 

CAPÍTULO I.  LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, 

SU EVOLUCIÓN NORMATIVA Y ESTADO ACTUAL EN COLOMBIA 

 

1.1. El concepto de conciliación extrajudicial como mecanismo alternativo de solución de conflictos 

Los Mecanismos Alternativos de Solución de Conflictos, conocidos como MASC han sido 

catalogados como una justicia alternativa a la formal. Esto significa que, como lo ha explicado la 

jurisprudencia, el legislador estableció, con fundamento en el artículo 116 de la Constitución Política, 
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diferentes maneras jurídicas para finiquitar una problemática social, ya sea a través de la justicia tradicional 

encomendada a la Rama Judicial, la excepcional atribución de funciones jurisdiccionales a autoridades 

administrativas o los MASC bajo la transitoria función de administrar justicia otorgada a los particulares 

(Corte Constitucional, Sentencia C-014/10, 2010). 

Ciertamente los MASC son aquellos instrumentos que otorgan a los ciudadanos varias posibilidades 

para dar solución a sus disputas de manera autónoma o con la colaboración de un intermediario, sin requerir 

acudir al sistema judicial. 

Bajo ese contexto, el  concepto de justicia alternativa se vislumbra, siguiendo el pensamiento de 

Mondragón (2012), como una forma procesal diferente al poder judicial para resolver conflictos suscitados 

entre las personas. Por consiguiente, a través de los MASC se administra justicia con los mismos efectos 

que otorga la justicia ordinaria. De ahí que su esencia, según Cornelio (2014), radica en que las partes son 

las dueñas de su propio problema y, por tanto, ellas deciden la manera de resolverlo acudiendo a una 

variedad de posibilidades, entre las que se encuentra, inclusive,  el mismo proceso.  

Conforme a lo expuesto, se destaca la importancia que asumen las partes en los MASC, por cuanto 

son ellas, quienes, de manera democrática y pacífica, buscan una solución inmediata a su diferencia.  

A fin de identificar estos medios alternos, hay que significar que la Ley 23 de 1991 incorporó, de 

manera tímida, al sistema jurídico colombiano la conciliación en derecho y en equidad, el arbitramento y 

la amigable composición como mecanismos para descongestionar los despachos judiciales. Posteriormente, 

con la Ley 448 de 1998, estas herramientas fueron catalogadas en sí como mecanismos alternativos de 

solución de conflictos.  

Para el tema que nos ocupa, se hará referencia a la conciliación extrajudicial en lo contencioso 

administrativo, sin embargo, se introducirá la idea general acerca de tal institución, para posteriormente 

focalizarla en materia contencioso administrativa. Sobre esta figura, la doctrina ha manifestado que se 

ampara en la doctrina habitual de resolución de conflictos, a partir de la cual las controversias pueden llegar 

a remediarse por medio de métodos autocompositivos, es decir, donde los propios involucrados deciden sus 
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dificultades, aceptando de esta manera, la intervención y reconocimiento del ciudadano para hacer efectivos 

sus derechos, garantías y libertades (Arana y Rojas, 1997). 

Otros autores como Junco (2000) señalan que es una herramienta jurídica a través de la cual las 

partes en disputa se sujetan a un trámite amistoso, antes o durante un litigio, para lograr un acuerdo sobre 

asuntos autorizados por la ley, bajo la intervención de un tercero neutral, que puede ser un juez, autoridad 

administrativa o particular, quien debe intentar las formas de consenso presentadas por las partes, o de no 

ser así, proporcionarlas para lograr el acuerdo que conlleva al reconocimiento de derechos con índole de 

cosa juzgada. 

En consecuencia, se puede identificar que la conciliación procede tanto en sede extrajudicial como 

judicial, esto es, antes del inicio de un juicio como durante el transcurso del mismo. Aunque más allá de 

eso, se destaca la necesidad del tercero imparcial como conciliador para que acerque a las partes a fin de 

que logren un arreglo amistoso, ajustado a la norma, y sobre el cual no se podrá controvertir en futuras 

ocasiones, por cuanto, una vez es acordado por las partes y aprobado por un juez de la República, se torna 

en una decisión definitiva, obligatoria e inalterable como lo ha dado a entender la Corte Constitucional, 

entre otras sentencias en la C-893 de 2001.    

Bajo esa misma línea, pero de forma más concisa el ordenamiento jurídico colombiano define la 

conciliación como un medio para resolver conflictos, por medio del cual dos o más individuos deciden de 

manera libre y voluntaria dar solución a sus problemas jurídicos, con el apoyo de un conciliador que se 

caracteriza por ser objetivo y competente (Ley 446, 1998, art. 64; Decreto 1818, 1998, art. 1). Esto quiere 

decir que el legislador otorgó a las partes involucradas en un conflicto la facultad de resolverlo de una 

manera pacífica, democrática y alterna, bajo el acompañamiento de un sujeto imparcial y apto para proponer 

fórmulas de acuerdo.   

Por su parte, la jurisprudencia no ha sido indiferente para delimitar el concepto de la conciliación. 

Al respecto ha manifestado que este mecanismo se estatuye en un procedimiento potestativo, particular y 

donde intervienen dos partes para la solución de desacuerdos, por el cual esas partes pactan elegir 

voluntariamente a un conciliador que los incite a expresar sus inconformidades para encontrar una solución 
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pacífica; en el que, pese a existir una intervención activa de ese tercero, la misma no cambia la esencia de 

concertación libre de las partes, por el contrario, la posibilita e incentiva (Corte Constitucional, Sentencia 

C-902/08, 2008). 

Adicional a ello, se ha entendido que el concepto de conciliación presenta dos lecturas según la 

utilización o ejercicio que se hace de la misma, a saber, uno procedimental y otro sustancial. El sentido 

procedimental se refiere a la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos por el cual, dos o 

más sujetos manejan autónomamente el arreglo de sus discrepancias, con la colaboración de un 

intermediario imparcial y apto llamado conciliador. Con arreglo a esta noción, la conciliación se resume en 

un procedimiento cuyo fin, se espera, sea llegar a un acuerdo. Por su parte, con la segunda apreciación 

sustancial, la conciliación se concreta en un documento que registra el pacto efectuado entre las partes, 

autenticado por el conciliador (Corte Constitucional, Sentencia C-1195/01, 2001). 

Frente a la naturaleza de este mecanismo, la H. Corte Constitucional (Sentencia C-160/99, 1999) 

ha destacado que busca el interés público, el cual se materializa mediante la solución pacífica y consensuada 

del conflicto entre los intervinientes con la mediación del tercero. 

 En virtud de lo anterior, la misma Corporación judicial en Sentencia C-160 de 1999, distinguió 

unas características fundamentales que inspiran la antedicha naturaleza de la conciliación extrajudicial, en 

el entendido que: a) se constituye en una herramienta autocompositiva al versar sobre la intención acordada 

de las partes; b) se funda en una acción preventiva al procurar un acuerdo que evite el inicio de un proceso 

judicial o logre la terminación anticipada y anormal del mismo; c) no implica una actuación judicial porque 

el tercero conciliador no obliga a las partes a llegar a un acuerdo, son ellas quien lo hacen de manera 

independiente; d) es un medio apropiado para resolver desacuerdos; e) se aplica a todos aquellos casos 

sobre los que se puede disponer y acordar conforme a la ley; y f) es el producto de una actividad 

debidamente regulada por el poder legislativo. 

En ese orden de ideas, la conciliación como mecanismo alternativo de solución de conflictos, 

presenta una variedad de posibilidades, por cuanto puede llevarse a cabo antes de dar inicio a un pleito 

judicial o durante el desarrollo del mismo; puede ser optativa o imperativa como exigencia para incoar un 
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litigio; puede darse en el ámbito nacional o internacional para resolver diferencias entre particulares de 

nacionalidad diversa o entre Naciones e inversores de otros países, o entre actores económicos de diversos 

Estados. A su vez, este mecanismo alternativo existe en las variadas especializaciones del derecho como en 

lo laboral, comercial, civil, contencioso administrativo y algunas circunstancias del proceso penal (Corte 

Constitucional, Sentencia C-893/01, 2001). 

Ahora bien, en materia de lo contencioso administrativo, si bien el concepto no varía frente al de 

conciliación general si se presentan una serie de distinciones con relación al procedimiento, tal como lo 

describe la investigadora Edilsa Torres (2021), el procedimiento de la conciliación administrativa está 

debidamente reglado y es complejo, debido a que de manera estricta debe cumplir con unas etapas como la 

reunión del comité de conciliación de la entidad pública, la radicación de la solicitud a través de abogado y 

su estudio de admisibilidad por el procurador conforme a los líneamientos legales y, finalmente, la 

aprobación u homologación que debe realizar el juez administrativo del acuerdo conciliatorio.  

Desarrollando de mejor manera tales distinciones, en cuanto a las partes intervinientes se presenta 

una calidad o diferencia especial, pues, como lo describe la Procuraduría General de la Nación ([PGN], 

2014), se persigue resolver controversias entre individuos del sector privado y el Estado; mecanismo que 

de manera ineludible debe tramitarse ante un agente del Ministerio Público como prerrequisito para ejercitar 

los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, de reparación directa o controversias 

contractuales, ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, en temas susceptibles de ser 

conciliables.  

Lo anterior implica, que mínimo una de las partes va a ser una entidad estatal y la función del 

tercero conciliador, será ejercida por los Procuradores Judiciales Administrativos y/o Delegados ante el 

Consejo de Estado. Por consiguiente, este tipo de conciliación extrajudicial ha sido catalogada de naturaleza 

mixta, por la función adelantada por el procurador judicial odelegado y la posterior aprobación del acuerdo 

por el juez. Al respecto se ha puntualizado que dicha función: 

Se asemeja más a una actuación administrativa, en donde en casos de vacíos se acude a las normas 

de la primera parte del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
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Administrativo, mientras que la aprobación o improbación que imparte el juez en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 12 del Decreto 1716 de 2009 incorporado en el Decreto 1069 de 2015, es 

una típica actuación judicial. Así, puede concluirse que con la conciliación se facilita la 

administración de justicia, pero dicha actividad, en lo que respecta al Agente del Ministerio Público, 

no es judicial sino de naturaleza administrativa (PGN, 2019, pp. 3-4). 

 

Dentro del contexto anotado, es claro que la conciliación extrajudicial en materia contencioso 

administrativa, se erige en un medio alterno al formal (justicia dada por los jueces de la República), para 

resolver las controversias de manera amistosa, flexible, rápida, facultativa u obligatoria, cuando se exige 

como requisito para ejercer los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho, reparación 

directa y/o controversias contractuales, entre un particular y cualquier entidad estatal, con la asistencia de 

los agentes del Ministerio Público, quienes deben ser imparciales, pero siempre estar prestos a acercar a las 

partes para que, en la medida de lo posible, se logren los acuerdos cuando haya lugar a ello.  

 

1.2. Evolución normativa y estado actual de la conciliación extrajudicial contencioso administrativa 

Una vez estudiadas las generalidades del mecanismo de conciliación extrajudicial en materia 

contencioso administrativa, se hace necesario precisar, de manera cronológica, su desarrollo normativo en 

el ordenamiento jurídico colombiano.  

De manera genérica, la doctrina destaca que la Ley 13 de 1825, divulgada por Francisco de Paula 

Santander, fue la norma precursora de la conciliación en Colombia, al estatuir, para esa época, que en 

materia civil ningún proceso se despachara sin haberse tratado previamente el mecanismo de conciliación 

ante los alcaldes municipales o parroquiales (López, 1992). De igual manera, en materia laboral se 

expidieron la Ley 120 de 1921 y los Decretos Ley 2158 de 1948, 2663 y 3743 de 1950, los cuales 

introdujeron la conciliación en este campo. Posteriormente, se expidió el Decreto 2282 de 1989 el cual 

implantó la famosa conciliación del pasado artículo 101 del Código de Procedimiento Civil [CPC]; razón 
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por la cual, dichas disposiciones denotan la injerencia del derecho privado en los inicios de este mecanismo 

alternativo.  

Ahora bien, como antecedente normativo de la conciliación extrajudicial contencioso 

administrativa, se encuentra la Ley 23 de 1991, a través de la cual el espíritu del legislador no fue otro que 

el de descongestionar los despachos judiciales. En efecto, tal disposición en su parte tercera estableció las 

normas generales aplicables a la Conciliación ordinaria y administrativa, tales como los asuntos 

susceptibles de ser conciliados, la competencia, los requisitos de la solicitud, la procedibilidad, efectos del 

acta y de la inasistencia a la audiencia (artículos 59-81). Se ha reconocido que uno de los hechos más 

importantes de esta norma, es permitir por primera vez a las personas jurídicas de derecho público tener la 

facultad de valerse de la conciliación prejudicial o judicial para resolver conflictos (Gómez, 2020). 

Con el cambio de paradigma constitucional a través de la promulgación de la Constitución Política 

de 1991, se estatuyó la necesidad de asegurar al pueblo de Colombia la convivencia, la justicia y la paz, 

como valores y principios que fundamentan el Estado Social de Derecho, de la mano de un marco jurídico 

democrático y participativo. A partir de estos valores y principios fundantes, se justificó la implementación 

de los MASC como la conciliación extrajudicial, dada la materialización del principio democrático y 

pluralista (contenido en los artículos 1-3 de la C.P.), y bajo condiciones de libertad e igualdad (artículo 13 

de la C.P.), para poder tener acceso al servicio público de administración de justicia.  

Al respecto la norma superior constitucional, en los incisos 3 y 4 del artículo 116, como ya se 

expuso, estableció que de manera excepcional las autoridades administrativas pueden ejercer función 

jurisdiccional; al igual que los particulares pueden cumplir esta labor transitoriamente, por ejemplo, cuando 

actúan como conciliadores o árbitros dispuestos por las mismas partes para solventar las dificultades 

conforme a la ley. 

Lo anterior, da a entender que dicho mandato elevó al rango constitucional la figura de la 

conciliación extrajudicial al facultar excepcionalmente a las autoridades administrativas y transitoriamente 

a los particulares para administrar justicia, verbigracia, para asumir la condición de conciliadores, lo cual 
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ha habilitado, tanto a las entidades como a los particulares, para adelantar este tipo de trámites, previa 

manifestación de voluntad de los interesados o solicitantes.  

Más adelante, se expidió la Ley 270 de 1996 o Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, la 

cual, además, de determinar los principios de la administración de justicia, entre los que se destacan el 

acceso a la justicia, la celeridad y la eficiencia, señaló que la ley podía establecer mecanismos diferentes al 

proceso judicial para solucionar los conflictos (artículo 8); introduciendo de esta manera, la idea de una 

justicia alternativa en nuestro ordenamiento jurídico, conforme los mandatos constitucionales ya expuestos. 

No obstante, es con la Ley 446 de 1998 que se establecen de manera permanente los mecanismos 

alternativos de solución de conflictos y se faculta al Gobierno Nacional, para compilar las disposiciones 

relativas a estos métodos alternos (artículo 166). En cuanto a la conciliación extrajudicial contencioso 

administrativa, esta disposición normativa definió este mecanismo en su artículo 64. Así mismo, derogó 

algunos aspectos de la Ley 23 de 1991, regulando todo lo relacionado con la solicitud de conciliación, su 

carácter facultativo frente a las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del pasado Código 

Contencioso Administrativo, los términos de caducidad, admisibilidad y citación a audiencia (artículo 80), 

así como, los lineamientos para su procedibilidad (artículo 81). 

Conforme a la facultad otorgada al Presidente de la República en el artículo 166 ibídem, se logró 

expedir el Decreto 1818 de 1998 como el Estatuto de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, 

el cual reunió en un solo cuerpo normativo las disposiciones relativas a la conciliación, al arbitraje, a la 

amigable composición y a la conciliación en equidad. Frente a la conciliación extrajudicial en materia 

contencioso administrativa dedicó el título VI, en el cual consagró las normas generales de las que se 

destacan los asuntos conciliables, la competencia, las pruebas y la conclusión del procedimiento 

conciliatorio (artículos 56-61). 

Posteriormente, se encuentra el Decreto Ley 262 de 2000 el cual al estructurar y organizar la PGN, 

impuso a los Procuradores Delegados como funciones de intervención judicial en los procesos contencioso 

administrativos, entre otras, la de realizar las audiencias de conciliación prejudicial cuando se trate de 

asuntos de competencia en única instancia ante el Consejo de Estado (artículo 30.4). A su vez, en el artículo 
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41 cuando define la condición de agentes del Ministerio Público de los Procuradores Judiciales, hace 

alusión a que, en virtud de ello, deberán participar en los trámites de conciliación.  

Luego se promulgó la Ley 640 de 2001, que modificó algunas normas relativas a la conciliación, 

tratando aspectos como el contenido de las actas de conciliación, la expedición de las constancias, la 

gratuidad del trámite cuando se celebre ante funcionarios o entidades públicas y consultorios jurídicos de 

las facultades de derecho, las calidades y obligaciones del conciliador, la creación de los centros de  

conciliación, las normas generales de la conciliación extrajudicial en derecho civil, laboral, familia y en 

materias de competencia y consumo, la figura del requisito de procedibilidad, la conciliación judicial y la 

creación del Consejo Nacional de Conciliación y Acceso a la Justicia como órgano asesor del Gobierno en 

el tema.  

En cuanto a la conciliación contencioso administrativa, dedicó su capítulo V del que se resalta el 

otorgamiento de su competencia a los agentes del Ministerio Público y Centros de Conciliación autorizados 

(artículo 23). No obstante, la Corte Constitucional mediante Sentencia C-893 de 2001 declaró inexequible 

la parte de los centros de conciliación, por cuanto al ser particulares no ejercerían esta facultad de manera 

transitoria, como lo exige la Constitución (artículo 116), sino de forma permanente; por esa razón, esta 

labor es exclusiva de la PGN. Otros aspectos importantes de esta ley, es que ordena enviar los acuerdos 

conciliatorios ante los jueces administrativos competentes para su respectiva aprobación o improbación 

(artículo 24), el trámite de las pruebas tanto en sede extrajudicial como judicial (artículos 25 y 26), y el 

establecer este mecanismo alternativo como requisito de procedibilidad obligatorio para las acciones de 

nulidad con restablecimiento del derecho y reparación directa (artículo 37). 

Posteriormente, a través de la Ley 1285 de 2009 se modificó la precitada Ley 270 al adicionarle el 

artículo 42A, que dispuso agotar la conciliación extrajudicial previo a demandar, esto es, como requisito de 

procedibilidad obligatorio cuando se pretendiese ejercer no solo las acciones que estaban previstas en los 

artículos 85 (nulidad y restablecimiento del derecho) y 86 (reparación directa), sino también la del artículo 

87 (controversias contractuales), consagradas en el anterior Código Contencioso Administrativo (Decreto 

01 de 1984). 
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Por otra parte, la Ley 1367 de 2009, cuyo objeto fue el de “implementar y fortalecer la institución 

de la conciliación en la jurisdicción de lo contencioso administrativo” (artículo 1), adicionó e incorporó 

artículos al mencionado Decreto 262 de 2000, relativos a la asignación de tramitar conciliaciones en lo 

contencioso administrativo a los Procuradores Delegados y Judiciales que actúen como Ministerio Público 

ante esa especialidad de la jurisdicción (artículos 2-4), con la firme convicción, como lo reseña Gómez 

(2020), de impulsar la educación de la conciliación para solucionar adecuadamente las controversias entre 

el Estado y los ciudadanos. 

Después el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1716 de 2009 para reglamentar los artículos 13 

de la Ley 1285 de 2009 y 75 de la ley 446 de 1998, así como el capítulo V de la Ley 640 de 2001, por lo 

cual, introdujo como asuntos no conciliables los relacionados con temas tributarios y procesos ejecutivos 

derivados de controversias contractuales (artículo 2, parágrafo 1). Igualmente, señaló los términos relativos 

a la caducidad de la acción por la radicación de la solicitud de conciliación y fijó los lineamientos de 

admisibilidad de la solicitud, de adelantamiento de la audiencia, del examen de la acción de repetición y el 

llamamiento en garantía.  

Seguidamente se dictó la Ley 1395 de 2010 que adoptó medidas para la descongestión judicial, en 

su Capítulo III estableció algunas medidas sobre la conciliación extrajudicial, entre las que se destaca que 

no se requiere elevar a escritura pública las actas de conciliación (artículo 51), se reafirmó la conciliación 

como requisito de procedibilidad para acudir, entre otros, a la jurisdicción contencioso administrativa, el 

cual se aclaró que estará cumplido con la sola realización de la audiencia así no se logre un acuerdo o 

cuando fenecido el término previsto en el artículo 20.10 de la Ley 640 de 2001 no se hubiere podido llevar 

a cabo la audiencia, posibilidad que permite acudir directamente al juez sin agotar tal requisito, del mismo 

modo que, cuando se desconozca el domicilio del demandado, siempre que se exprese bajo la gravedad de 

juramento (artículo 52).  

De igual manera, se introdujo el término de 5 días para subsanar la solicitud de conciliación 

contenciosa administrativa, cuando el agente del Ministerio Público observe el incumplimiento de algún 
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requisito legal, carga que de no cumplirse en el tiempo establecido, llevará a entender desistida la solicitud 

y no presentada (artículo 52, parágrafo 3). 

Con posterioridad se incorporó la Ley 1437 de 2011 (Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo [en adelante CPACA]), la cual definió los impedimentos y recusaciones 

de los agentes del Ministerio Público ante la jurisdicción contencioso administrativa y su trámite (artículos 

133-134), competencias de los Juzgados, Tribunales y Consejo de Estado, tanto en primera, segunda y única 

instancia, que se aplica análogamente al conocimiento de las solicitudes de conciliación. Del mismo modo, 

se reiteró el requisito de procedibilidad frente a los medios de control de nulidad con restablecimiento del 

derecho, reparación directa y controversias contractuales, dejando claridad que en los demás casos procede 

facultativamente siempre que no esté prohibido por la ley  (artículo 161.1). 

De otro lado, se establecieron algunas atribuciones especiales al Ministerio Público, entre las que 

interesa destacar la relativa a verificar, de manera oficiosa o a solicitud de parte, si a la solicitud de 

conciliación le es aplicable alguna sentencia de unificación, con el propósito de que si la entidad convocada 

no tiene ánimo conciliatorio, el comité de conciliación reevalúe su decisión (artículo 303, parágrafo). 

Investigadores como Tejada y Vargas (2020) consideran que este código es vital para la conciliación, 

debido a que compila y aborda este mecanismo con claridad, tanto en sede extrajudicial como judicial.   

Más adelante, el Congreso expidió la Ley 1551 de 2012 para modernizar la organización y el 

funcionamiento de los municipios. En este precepto se impuso que en los procesos ejecutivos impulsados 

en contra de los municipios, la conciliación prejudicial es requisito de procedibilidad con dos variaciones 

para este mecanismo alternativo; una, que el solicitante no requiere estar representado por apoderado 

judicial y otra, que, en caso de haber acuerdo conciliatorio, el mismo no requerirá de aprobación judicial 

(artículo 47). 

En ese mismo período, se expidió la Ley 1563 de 2012 que incorporó el estatuto de arbitraje 

nacional e internacional al ordenamiento jurídico colombiano. Al respecto es muy poco lo que tiene que 

ver con la conciliación extrajudicial en asuntos administrativos, pero es pertinente resaltar que dentro del 
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trámite arbitral hay una audiencia de conciliación (artículo 24), que de resultar avante dará termino a la 

actuación (artículo 103). 

En seguida, el legislador insertó la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso [en adelante 

CGP]), que también reguló aspectos relacionados con la conciliación extrajudicial administrativa. Se trata 

de la obligación del convocante de entregar copia de su solicitud a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica 

del Estado [en adelante ANDJE], so pena de ser inadmitida. Esto, con el propósito de que dicho organismo 

resuelva si decide intervenir durante el trámite conciliatorio. Además, se señaló lo innecesario de agotar el 

requisito de procedibilidad frente a procesos ejecutivos, en los que se pidan medidas cautelares 

patrimoniales o cuando una entidad estatal sea demandante (artículo 613).   

Por otra parte, modificó el artículo 1, parágrafo 2 de la Ley 640 de 2001 en el entendido que las 

partes deberán concurrir personalmente a la audiencia de conciliación junto con sus apoderados, pero que 

de no poder contarse con su presencia, dicha diligencia podrá llevarse a cabo con su apoderado siempre que 

cuente con la facultad expresa de conciliar.  

Tiempo después, el ejecutivo dictó el Decreto 1069 de 2015 para compilar y sistematizar las normas 

del sector Justicia y del Derecho, desarrollando en el título IV todo lo concerniente a los métodos 

alternativos de solución de conflictos y dedicando su Capítulo III exclusivamente a la conciliación 

extrajudicial en materia contencioso administrativa y la figura de los comités de conciliación de las 

entidades públicas. En cuanto a los temas de asuntos susceptibles de conciliar, términos, impedimentos, 

recusaciones, derecho de postulación, los requisitos de la solicitud, pruebas, lineamientos de la audiencia, 

culminación del trámite y efectos del acta de acuerdo conciliatorio conservó los mismos parámetros fijados 

en el Decreto 1716 de 2009.  

Respecto a esta disposición normativa, hay que señalar, como lo expone Gómez (2020), que se 

contempla un desborde de la potestad reglamentaria del Gobierno Nacional, debido a que esta norma agrupó 

las reglas del Decreto 1716 de 2009, sin hacer un examen cuidadoso y actualizado, pues no tuvo en cuenta 

las modificaciones introducidas por el CPACA y el CGP. En especial, olvidó pronunciarse frente a lo 

establecido en el artículo 613 de esta última codificación, relacionado con el no agotamiento como requisito 
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de procedibilidad de la conciliación en los procesos ejecutivos iniciados ante cualquiera de las 

especialidades de la jurisdicción.  

Un año más tarde, el Congreso de la República expidió la Ley 1801 de 2016, mediante la cual 

consagró el Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, que en este escenario permite 

reconocer de manera explícita una de las funciones legales de la conciliación extrajudicial, al hacer énfasis 

en que uno de los objetivos específicos de ese Código, es el de impulsar el empleo de mecanismos 

alternativos para la resolución pacífica de las diferencias sociales (artículo 2.3). Así como, propiciar el 

diálogo y los acuerdos (artículo 10.5), conocer, aplicar y capacitarse sobre estos mecanismos (artículo 

10.10), como uno de tantos deberes de las autoridades de policía.  

Al igual, no es menos importante mencionar la Ley 1955 de 2019, la cual consagra el Plan Nacional 

de Desarrollo 2018-2022, que, pese a no tratar asuntos sustanciales y procesales de la conciliación 

extrajudicial en materia contencioso administrativa, en su artículo 53 reconoce como pasivo público de la 

Nación las obligaciones insolutas provenientes de conciliaciones en firme, lo cual denota la intención del 

Estado para intentar garantizar a cabalidad este mecanismo alternativo.  

Recientemente, si bien se incorpora como legislación transitoria, es importante mencionar que el 

Presidente de la República como legislador extraordinario, tras la declaratoria del Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica, producto de la pandemia del Coronavirus [COVID-19], profirió el Decreto 

Legislativo 491 de 28 de marzo de 2020, que entre otras medidas urgentes, ordenó realizar las audiencias 

de conciliación en materia contencioso administrativa de manera no presencial, esto es, mediadas por la 

tecnología, a tal punto que se modificó el plazo de trámite de las conciliaciones, el cual aumentó de tres 

meses, como lo ordena el artículo 20 de la Ley 640 de 2001, a cinco meses (artículo 9). 

Esta disposición en la actualidad se encuentra vigente hasta tanto perdure la Emergencia Sanitaria 

declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, a raíz del precitado virus, y estatuye un 

antecedente en cuanto al uso de las tecnologías de la información y la comunicación, que de alguna manera, 

contribuyen en la prestación del servicio público de acceso a la administración de justicia. 
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Finalmente, se encuentra la reciente Ley 2080 de 2021 que realizó algunas modificaciones al 

CPACA. En particular frente a la conciliación extrajudicial contencioso administrativa, incorporó cambios 

al inciso segundo del artículo 161 ibídem, bajo la perspectiva que el requisito de procedibilidad será 

potestativo cuando se trate de temas laborales, pensionales, en los procesos ejecutivos diferentes a los 

iniciados en contra de los municipios (consagrado en la Ley 1551 de 2012), en las demandas donde el 

accionante solicite medidas cautelares patrimoniales, cuando se pretenda el medio de control de repetición 

o cuando quien demande sea una entidad estatal. Es decir, adecuó la materia con el contenido del artículo 

613 del CGP, lo cual no hizo el Decreto 1069 de 2015, como ya se cuestionó. 

Ahora bien, es pertinente mencionar que en el Congreso de la República cursa el proyecto de ley 

08 de 20211, el cual con probabilidad sea aprobado, toda vez que con él se busca expedir el Estatuto de 

Conciliación para lograr, entre otras cosas, unificar todas las reglas generales de la conciliación 

extrajudicial, definir los principios generales de la conciliación, regular el uso de los medios tecnológicos 

para este trámite, establecer el régimen disciplinario del conciliador, ampliar el espectro de asuntos 

conciliables, crear el Sistema Nacional de Conciliación, que desarrollará la política pública de conciliación 

a fin de promover y fortalecer este mecanismo alternativo. El análisis crítico al contenido de este proyecto 

se hará en el último capítulo de esta investigación. 

Conforme al recorrido cronológico-legal presentado, se concluye que la conciliación extrajudicial 

en materia contencioso administrativa, tuvo como antecedente originario en el ordenamiento jurídico 

colombiano la implementación de este mecanismo en el derecho privado (en materia civil y laboral). Con 

la Constitución Política de 1991 adquirió una fundamentación constitucional y democrática, lo cual ha 

llevado al legislador y al ejecutivo a expedir diversas normas de manera dispersa, e incluso no armónica; 

pero con la finalidad de desarrollar el mecanismo de manera integral.  

 
1 Se hace necesario aclarar que antes de este proyecto de ley, curso en el mismo Congreso el proyecto de ley 066 de 

2020, que fue archivado y cuya iniciativa era parecida a la del 08 de 2021, sin embargo, con temas específicos como 

dar competencia a los centros privados para conocer conciliaciones en asuntos contencioso administrativos y laborales, 

regular la conciliación virtual, estandarizar el procedimiento conciliatorio y ampliar la refrendación a los agentes del 

Ministerio Público sobre los acuerdos conciliatorios en temas contencioso administrativos llevados a cabo en centros 

privados, con la procedencia de un recurso de revisión judicial frente a esa refrendación.  
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Ahora bien, se observa que con la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, 

no solo se busca la descongestión de los despachos judiciales, sino otros fines u objetivos concretos, los 

cuales se identificarán y analizarán en el siguiente capítulo. 

 

CAPÍTULO II.  FINES CONSTITUCIONALES Y LEGALES DE LA CONCILIACIÓN 

EXTRAJUDICIAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

Previo a iniciar este acápite es pertinente manifestar que la Constitución Política, la ley y la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional, al exponer algunos fines de la conciliación extrajudicial, lo hace 

de manera genérica como MASC, sin atender las distintas especialidades del derecho en las que procede, 

pero que, de igual manera, son totalmente aplicables en materia de lo contencioso administrativo, pues el 

resultado que con ella se espera es el mismo, es decir, resolver el conflicto pacíficamente entre las partes.  

 

2.1. De la filosofía del constituyente de 1991 frente a la conciliación como mecanismo alternativo de 

solución de conflictos 

Nadie discute que la oportunidad de recurrir a los mecanismos alternativos de resolución de 

conflictos fue una idea impulsada por el constituyente de 1991, quien decidió darle ese estatus 

constitucional al consagrar en el artículo 116 que los particulares de manera transitoria pueden administrar 

justicia, actuando entre otras condiciones, como conciliadores. Según Fernández (2018) con esto se dio una 

transformación de óptica sustancial al facultar a los particulares para que impartan justicia, situación que al 

materializarse, igualmente coadyuva a impulsar y amparar tales mecanismos alternativos.    

 Al tenor de la exposición de motivos de la Asamblea Nacional Constituyente (1991) acerca de este 

canon constitucional, el mismo es catalogado como una innovación en el ordenamiento jurídico colombiano 

debido a que delimita la actividad del Estado y los particulares frente al servicio público de administración 

de justicia, bajo la égida político-filosófica de que el Estado está al servicio del ciudadano y no al contrario; 

constituyéndose así en una característica esencial de toda sociedad democrática, donde se pretende facultar 
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al individuo para que esté inmerso en el debate de la resolución de las situaciones que afectan directamente 

su diario vivir y que contribuyen al futuro colectivo mediante la creación de una cultura de solución pacífica 

a las diferencias sociales.  

De igual manera, de los fundamentos de este mismo cuerpo constituyente (Asamblea Nacional 

Constituyente, 1991), cabe resaltar que se argumentó desde los mismos considerandos del preámbulo de la 

Constitución, dado que por medio de mecanismos alternos como la conciliación, se pretende alcanzar la 

justicia, la paz y la convivencia a partir de un marco de democracia participativa con el propósito de lograr 

el anhelado orden político, económico y social justo. 

 Adicionalmente, teniendo en cuenta el catálogo de derechos civiles y garantías sociales consagrado 

en la Carta Fundamental y con miras a su realización, se ideó la conciliación como una herramienta para 

tutelarlos y garantizarlos de manera eficaz, esto es, el principio de efectividad de los derechos y garantías, 

que es de la misma naturaleza a la idea de Estado Social de Derecho, de ahí el fundamento de elevarlo al 

rango constitucional como MASC para que cuente con una base sólida. Esto, de igual manera, encuentra 

su génesis en la institución del amparo judicial, dado que lo hecho por el constituyente fue impartir un 

mandato al legislador para que determine las acciones y recursos, tanto judiciales como administrativos, 

indispensables para la consecución de la protección del orden justo y los derechos establecidos a favor de 

los administrados, entre los que se fijó, más adelante, la conciliación en lo contencioso administrativo. 

 Desde otra perspectiva constitucional, con la conciliación extrajudicial se amplían e incentivan los 

canales de participación ciudadana, lo cual, además, consolida la figura de la democracia pluralista y 

participativa que permite el acceso a la administración de justicia para la defensa de otros derechos, en 

donde las partes (ciudadano-administración, en el caso de los asuntos contencioso administrativos) toman 

la iniciativa y deciden su controversia pacíficamente, contribuyendo de esta manera al fortalecimiento de 

la paz y la sana convivencia en la sociedad colombiana, como se dijo en precedencia.  
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2.2. Del espíritu del legislador para reglamentar la conciliación extrajudicial 

Para este capítulo se considera importante conocer los motivos y fines que llevaron al legislador a 

regular la figura de la conciliación extrajudicial. Tal como se expuso en el primer capítulo de esta 

investigación, fue la Ley 23 de 1991 el primer antecedente normativo de la conciliación extrajudicial en 

materia contencioso administrativa; este cuerpo normativo inició mediante el proyecto de ley número 127 

de 1990 -Cámara- y el propósito fundamental fue el de concebir la conciliación como una de las 

herramientas para descongestionar el aparato judicial, con la misión de alcanzar una mejor eficacia en la 

administración de justicia (Congreso, 1990). 

 Para justificar la implementación de estos mecanismos eficaces que descongestionan los despachos 

judiciales, el Congreso de la República (1990) trajo a colación la experiencia en la materia de otros países, 

como los Estados Unidos de Norteamérica, donde, para la época, solo llegaban a etapa de juicio entre el 5 

y 10% de los litigios, solucionándose el porcentaje restante previamente a través de la conciliación. Otro 

país mencionado fue el del Perú, donde existe la figura de los jueces de paz, personas distinguidas de la 

sociedad que son investidas por el Estado con la facultad para conciliar, y que componían para ese entonces, 

el 80% de los empleados judiciales de esa nación, además, quienes solucionaban el 51% de las controversias 

sometidas a su conocimiento, regularmente en un término de ocho semanas.  

 La iniciativa legislativa para incorporar la conciliación en varias especialidades, pero en especial 

en lo contencioso administrativo, se debió a que este mecanismo no solo perseguiría la descongestión de la 

justicia, sino incluso prevenir para el Estado la pérdida anual de desmedidas cantidades de dinero producto 

de los comportamientos anormales de los empleados públicos. De igual manera, se dejó claridad que para 

salvaguardar los derechos del Estado la conciliación sería obligación del Fiscal de la corporación y tendría 

un control posterior por parte de la jurisdicción contencioso administrativa, siendo procedente solo en 

asuntos laborales administrativos y de responsabilidad contractual y extracontractual del Estado (Congreso, 

1990).  

 En suma, con este proyecto que se convirtió en Ley de la República, el sentir del legislador no fue 

otro que el de regresar a la ciudadanía la facultad de resolver los conflictos arrebatada por el proceso de 
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judicialización de las controversias, al cual se le atribuye mayormente la congestión judicial. Por ende, la 

intención fundamental fue entender que el juez contencioso administrativo exclusivamente debe conocer 

de los procesos que para la sociedad ha sido imposible solucionar por sí misma (Congreso, 1990). 

Cuando se presentó el proyecto de ley número 58 de 1994 -Senado-, es decir, la Ley 270 de 1996 

o ley estatutaria de la administración de justicia, se hizo con una trascendencia debido al cambio estructural 

otorgado por el concepto de Estado Social de Derecho de la Constitución Política de 1991. A partir de ello, 

se concibió la conciliación extrajudicial como una disposición elemental para reducir la disparidad entre la 

ciudadanía y el Estado; siendo más exactos entre las personas y el servicio público de administración de 

justicia, razón por la cual, para hacer real este servicio se estableció la alternatividad judicial como un 

instrumento para garantizar y expandir la cobertura del acceso a dicha justicia (Congreso, 1994).  

Ahora, según el legislador (1994), no solo se pretendía extender esa cobertura, sino también 

instaurar lugares para encontrar fórmulas de arreglo pacíficas a los problemas, en función de planteamientos 

de equidad y en goce de la autonomía de las partes, pero lo más importante, desde fuera de los escenarios 

de la justicia formal. La intención consistió en impulsar una conexión verdadera entre la sociedad y la 

conciliación como institución alterna de resolución de conflictos, a manera de vía para adecuar una 

coexistencia pacífica sin llegar a remitir a la justicia formal los pleitos de índole jurídico, en especial 

aquellos cuya dimensión no justifica iniciar un proceso judicial, lo cual, además, se torna costoso para el 

Estado y extremadamente complicado y de larga duración para los implicados. 

En ese orden, y de cara a la imperiosa necesidad de generar un acercamiento entre la sociedad y la 

administración de justicia, se dio paso a la conciliación extrajudicial, como se hizo en varios países de 

América y Europa (ARD en el derecho anglosajón), con la filosofía de sistematizar un régimen de solución 

alterna de conflictos, que para la época en Colombia ya contaba con una justificación constitucional plena 

y con una evolución legislativa considerable, en concreto frente a las instituciones de la mediación, la 

amigable composición y la conciliación (Congreso, 1994). 

Bajo el contexto anotado, con esta iniciativa legislativa se dejó por sentado la conveniencia de 

institucionalizar principalemente mecanismos extrajudiciales, encaminados a contribuir a la resolución 
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verdadera y pacífica de las problemáticas sociales; herramientas que, simultáneamente, garantizan no solo 

el acceso a la administración de justicia sin ningún tipo de discriminación, sino que apoyan a la efectividad 

de esa administración de justicia por intermedio de la descongestión.  

 Por otra parte, el Congreso de la República antes de expedir la Ley 446 de 1998 -Proyecto de ley 

número 078 de 1996 -Senado-, manifestó en su motivación que, una de las causas del alto índice de 

conflictos en el país era la desconfianza de los ciudadanos en la justicia tradicional para resolver las 

controversias, pues su actuar poco ágil y efectivo llevaba a buscar soluciones contrarias a derecho. De ahí, 

la necesidad de otorgarle herramientas al Estado y sus coasociados para que enfrenten sus diferencias de 

manera asertiva, a través de mecanismos que armonicen los fines del Estado con las garantías 

fundamentales de los ciudadanos y en interés de la eficiencia de la administración de justicia (Congreso, 

1996). 

 El legislador, además de resaltar la idea que los mecanismos alternativos como la conciliación son 

un medio razonable para materializar el valor de la justicia, argumentó que los mismos buscan y contribuyen 

a la paz; razón por la cual pregonó esta codificación como un “estatuto para la paz” más allá de una solución 

a la congestión judicial, en tanto que una comunidad que cuenta con una eficiente administración de justicia 

y que se encamina a solucionar verdaderamente los conflictos, de la mano de diferentes mecanismos 

alternos, es una sociedad en la cual se resuelven las dificultades, mínimamente por vías de hecho, y más 

dando lugar a convenios pacíficos, conciliaciones, arbitrajes o litigios judiciales o administrativos 

(Congreso, 1996). 

 Para el Congreso (1996) la justicia es un valor que debe tener una preponderancia en todo Estado 

Social de Derecho, es así como el Estado colombiano consagró como uno de sus fines esenciales, en el 

artículo 2 de la Constitución Política de 1991, consolidar el fortalecimiento de este valor supremo, dado 

que a través de su ejercicio se logra asegurar la eficacia de los derechos fundamentales y la convivencia 

pacífica, gracias a la resolución legítima de los conflictos. Con fundamento en ello, los parlamentarios en 

su momento expidieron la Ley 270 de 1996 o Ley estatutaria de la administración de justicia, la cual 

determinó unos principios que han gobernado la función pública de administrar justicia y que sirvieron de 
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sustento jurídico para este proyecto en lo relacionado con los mecanismos alternativos como la conciliación 

extrajudicial. 

 A saber, tales principios son: i) la garantía de acceso a la justicia como esa facultad de toda persona 

para pedir al Estado la salvaguarda y restitución de los derechos consagrados en las normas jurídicas, ii) la 

celeridad como la característica que exige a esa administración de justicia ser pronta y cumplida, esto es, 

que el aparato judicial dé solución imparcial, efectiva y diligente a las problemáticas presentadas conforme 

a los términos legales, iii) la eficiencia que, además de significar celeridad implica que la jurisdicción sea 

diligente en el trámite de los asuntos puestos a su conocimiento y asumidos con calidad y efectividad. Por 

último, iv) la alternatividad que otorga a la ley la potestad de crear mecanismos distintos al pleito judicial, 

tales como la conciliación, la transacción, entre otros, para resolver las controversias de manera pacífica. 

“Así mismo, este principio constituye una herramienta para la descongestión de los despachos judiciales” 

(Congreso, 1996, p. 6). 

 Así las cosas, se explicó que con la aprobación de este proyecto de ley se permitiría el desarrollo 

de los anteriores principios de la Ley estatutaria de administración de justicia, aparte de proporcionar 

confiabilidad, efectividad, acceso, modernización (nueva visión) y descongestión al servicio público de la 

administración de justicia. Expresó el legislador que los MASC instituyen celeridad al sistema 

jurisdiccional congestionado por la litigiosidad, la cual incrementa los costos sociales y económicos debido 

a la tardanza en el trámite procesal y, adicionalmente, da paso a formas no legítimas para la resolución de 

los problemas (Congreso, 1996). Por consiguiente, se infiere que de la mano de la conciliación prejudicial, 

como mecanismo alterno, se busca impartir justicia con la finalidad de asegurar la eficacia de los derechos 

fundamentales y conseguir la convivencia pacífica entre los ciudadanos; postulados constitucionales 

indispensables para un Estado Social y Democrático de Derecho.  

Bajo esa misma línea, en la exposición de motivos del proyecto de ley número 148 de 1999 -

Senado-, que más adelante se materializó en la Ley 640 de 2001, se expresó que la iniciativa presentada 

perseguía plantear políticas que posibilitaran e hicieran más fácil el acceso a la justicia comunitaria o 

alternativa, es decir, aproximar la justicia al ciudadano; lo cual lleva intrínseco la ideología de la solución 
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pacífica de los conflictos a través de mecanismos alternativos como la conciliación. Así mismo, y  con 

fundamento en datos estadísticos relacionados con casos solucionados por la justicia alternativa, se 

argumentó que algunas de las virtudes generalizadas de la conciliación eran la de descongestionar los 

despachos judiciales y rebajar los costos del trámite judicial de cada caso sometido a su conocimiento 

(Congreso, 1999). 

 De otro lado, se adujo que si se acerca la ciudadanía a instituciones alternativas para solucionar 

pacíficamente sus conflictos, se logrará “cada día mejores vecinos, más colombianos amigos y por ende 

hombres y mujeres de paz, que sabrán sembrar semillas de esperanza y transitarán caminos de 

entendimiento” (Congreso, 1999). Destacándose de esta manera, bondades de la conciliación tales como la 

prontitud, participación y bajos costos.  

 En esos mismos términos, se fundamentó el proyecto de ley número 23 de 2006 -Senado-, esto es, 

la Ley 1285 de 2009, que modificó la ley estatutaria de administración de justicia. En esta oportunidad, el 

Congreso (2006) expuso que una de las condiciones para fortalecer el aparato judicial con el fin de lograr 

una administración de justicia pronta, oportuna y eficaz, era la articulación con los MASC, entre ellos la 

conciliación extrajudicial, de temas que por su naturaleza o cuantía puedan resolverse por servidores que 

no pertenecen a la Rama Judicial, pues esto contribuye a tener un servicio de justicia fortalecido y más 

adecuado.  

 En la discusión del proyecto de ley número 299 de 2009 -Senado-, que es hoy la Ley 1367 de 2009, 

se ratificaron los anteriores propósitos legislativos relacionados con la descongestión y el ahorro del 

patrimonio público. Adicionalmente, se resaltó que con esta norma se impulsaría la cultura de la 

conciliación, se daría complacencia a las partes gracias al adecuado arreglo de las diferencias suscitadas 

entre el Estado y los administrados, así como, se restauraría la interacción y socialización de los distintos 

grupos de la sociedad, dado que la conciliación es una manera de hacer cumplir los derechos (Congreso, 

2009). 

 A su vez, con la exposición de motivos del proyecto de ley número 197 de 2008 -Senado- (Ley 

1395 de 2010), el legislador pretendió principalmente enfrentar la congestión y mora judicial, para ello 
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consideró tres soluciones principales “la desjudicialización de conflictos, la simplificación de 

procedimientos y trámites; y la racionalización del aparato judicial” (Congreso, 2008, p. 7). Para este tema 

de investigación resulta relevante la categoría de la desjudicialización de conflictos, debido a que puede 

interpretarse que se buscó fortalecer la conciliación extrajudicial como mecanismo alternativo para la 

solución de conflictos, esto es, ampliar el espectro de esta institución para que, cada vez más, los ciudadanos 

puedan, no solo acudir a ella como prerrequisito para demandar, sino buscando lograr un efectivo acuerdo 

expedito.   

 Otro argumento a destacar de esta iniciativa legislativa, pese a no tratarse de la conciliación en sede 

extrajudicial sino judicial, es que el Congreso de la República (2008) consideró que para conservar 

coherencia en el proyecto era necesario intentar la conciliación después de un fallo de primera instancia 

condenatorio contra el Estado, dado que puede presentarse como una disposición que logre racionalizar el 

ejercicio de la jurisdicción, descongestionar la segunda instancia e intentar detectar formas que faciliten un 

arreglo o disminución en el monto de la condena en provecho del patrimonio público, pues el transcurrir 

del tiempo aumenta tales condenas.  

Cuando se motivó la expedición del CPACA (proyecto de ley número 198 de 2009 -Senado-), se 

justificó que el propósito de la reforma legislativa radicaba fundamentalmente en la tutela judicial efectiva 

de los derechos y garantías de los que son titulares los administrados y la administración ha desconocido 

bajo pretextos como la carencia de recursos para concederlos; por esta razón, se pensó, entre otras medidas, 

la necesidad de ratificar la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad para acceder a la 

jurisdicción contencioso administrativa cuando se piensa ejercer algunos medios de control (Congreso, 

2009).  

Ahora bien, pese a esa iniciativa de incentivar la conciliación como una de las herramientas para 

lograr la tutela judicial efectiva, hay que destacar al respecto que el Legislador (2009) fue claro en señalar 

que la congestión judicial es un fenómeno que no ha podido ser solucionado, pues para la fecha del proyecto 

de ley se expuso que la cifra de congestión en la especialidad de la jurisdicción contencioso administrativa, 

entre los años 2006 a 2009, creció en un 16.5%, lo que ha ocasionado una deslegitimación del aparato de 
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justicia, la privación del servicio público de justicia y la inobservancia de los plazos razonables. De ahí que, 

se fortalezca la institución de la conciliación extrajudicial para, de alguna manera, evitar estas implicaciones 

negativas.   

Otra de las justificaciones del Congreso de la República (2014) para dar legitimidad a la figura de 

la conciliación, se puede observar en el proyecto de ley número 99 de 2014 -Senado-, que posteriormente 

se proclamó en la Ley 1801 de 2016 o Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, cuyo 

propósito especial fue proteger el valor supremo de la convivencia, por lo que, proporcionó de herramientas 

legales a los ciudadanos para que orienten su vida en sociedad de manera armónica. Esto significa que entre 

los objetivos específicos de la iniciativa estaban fomentar conductas en pro de la convivencia e imponer 

medidas eficaces en el momento en que se altere o amenace la misma, como por ejemplo, hacer uso de los 

MASC como la conciliación para resolver las diferencias sociales relacionadas con la convivencia. 

Es así como, al estimular la utilización de los MASC -conciliación extrajudicial- se construye una 

cultura ciudadana que prioriza el diálogo y el acuerdo pacífico de las circunstancias que perjudican la vida 

en común de las personas. Y, esta cultura asume mayor importancia cuando permite desarrollar una 

sensibilidad social y aceptación de la diversidad, pues así se divulga el respeto ciudadano por las minorías 

y pluralidad de toda clase (Congreso, 2014). 

 

2.3. De la interpretación por parte de la jurisprudencia de la Corte Constitucional y la doctrina 

Ahora bien, de manera genérica la Corte Constitucional ha sentado en su jurisprudencia que el 

espíritu del legislador para incorporar al sistema jurídico colombiano la conciliación extrajudicial como 

requisito de procedibilidad, entre otras materias, en la contencioso administrativa, ha sido dar cabida a un 

lugar de reunión, conversación y discusión que posibilite la solución del desacuerdo de manera previa 

evitando que tenga que llegar a los estrados judiciales para ser resuelto (Sentencia C-1195/01, 2001). Lo 

que se pretende es estimular o impulsar un acuerdo factible que promueva la evaluación de las proposiciones 

manifestadas, bajo el entendido que las mismas tienen que ser reconocidas de manera libre y voluntaria 

(Sentencia C-196/99, 1999).  
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 Bajo ese contexto, la jurisprudencia ha trascendido sobre el sentido del espíritu del legislador para 

incorporar la conciliación extrajudicial en lo contencioso administrativo con la idea de identificar los fines 

desde una perspectiva más constitucional. Al respecto la Corte Constitucional ha expresado que este 

mecanismo alternativo se dirige a la consecución de objetivos legítimos e importantes como: i) asegurar el 

acceso a la justicia; ii) impulsar la participación de las personas en la solución de sus conflictos; iii) 

promover la convivencia pacífica; iv) posibilitar el arreglo de las controversias sin dilaciones injustificadas; 

y v) descongestionar los despachos judiciales (Sentencias C-1195/01, 2001; C-222/13, 2013). 

 Frente al primer fin legítimo2, en la actualidad la garantía del acceso a la justicia está expresamente 

consagrada en el artículo 116 de la Constitución Política de 1991, cuando el constituyente otorgó la facultad 

transitoria a los particulares de impartir justicia al asumir el papel de conciliadores; empero también, existe 

acceso a la administración de justicia, cuando de manera autocompositiva las partes, sin la intervención de 

un intermediario, llegan a una solución pacífica de su problemática (Corte Constitucional, Sentencias C-

1195/01, 2001; C-222/13, 2013). 

 Adicionalmente, la Corte Constitucional al realizar el control de constitucionalidad sobre una parte 

del articulado de la Ley 640 de 2001, indicó que la conciliación como medio de acceso a la justicia, se erige 

en una ocasión para solucionar brevemente una discordia de manera más económica frente a la justicia 

formal. Esto es evidente siempre que los involucrados concilien, pues la disputa se resuelve rápidamente; 

pero así no se llegue a un arreglo, la jurisprudencia ha considerado que, la conciliación extrajudicial 

posibilita disminuir los casos materia de disputa a aquellos que en realidad se manifiesten relevantes y pone 

freno al pleito que pretende desplegarse a asuntos suplementarios o a circunstancias en que las partes 

 
2 Explica el Alto Tribunal Constitucional que la conciliación extrajudicial garantiza el derecho fundamental de acceso 

a la administración de justicia, por cuanto la incorporación normativa de este mecanismo alternativo se ha realizado 

por medio de reformas legislativas, que se han denominado las “olas de acceso a la justicia”. La primera ola se ha 

identificado por la provisión de servicios jurídicos para la población de escasos recursos, por ejemplo, con la 

incorporación de abogados de oficio, asesoría jurídica gratuita y el amparo de pobreza. La segunda ola comprende el 

establecimiento de acciones colectivas como las de grupo y popular. Por último, la tercera ola la compone la resolución 

de conflictos, por medio de vías judiciales efectivas o procedimientos alternativos como el arbitraje, la negociación o 

la mediación; haciendo parte la conciliación de esta última ola (Sentencia C-1195/01, 2001). 



 

 

 

35 

concuerdan, de manera que, el posible proceso judicial será más económico en tiempo y recursos al 

enfocarse en los asuntos primordiales del litigio (Corte Constitucional, Sentencia C-1195/01, 2001).  

Aún así, lo anterior no implica que, per se los mecanismos alternativos, como la conciliación, 

cumplan de manera eficaz una de sus finalidades, esto es, promover el acceso a la justicia, en palabras de 

la Corte Constitucional, es indispensable verlo a la luz del concepto de tutela judicial efectiva (Sentencia 

C-1195/01, 2001); dado que es imposible la observancia de las garantías sustanciales y de las formas 

procesales determinadas por la ley sin que se asegure debidamente dicha tutela o acceso a la administración 

de justicia mediante recursos judiciales efectivos (Sentencia T-268/96, 1996). 

El segundo fin constitucional de la conciliación extrajudicial consiste en potenciar la participación 

de los ciudadanos en el arreglo de sus conflictos, bien en condición de conciliadores (heterocomposición), 

o como administradores de la solución de sus propias controversias (autocomposición). Este cometido es 

desarrollo expreso del artículo 2 de la Constitución Política de 1991 en el entendido que, uno de los fines 

esenciales del Estado es apoyar la participación de todo el conglomerado social en las decisiones que lo 

afectan. Además, teniendo en cuenta que la labor del conciliador no es forzar a las partes a dar solución al 

problema, la conciliación se convierte en camino para: i) impulsar la exploración de fórmulas de acuerdo 

consentidas y, ii) para fomentar el manejo de los propios conflictos por parte de los involucrados 

(Sentencias C-1195/01, 2001; C-222/13, 2013).   

En relación con lo anterior, cabe resaltar que se desprende otro propósito ya que la conciliación 

extrajudicial, además, facilita el ejercicio de la voluntad y libre disposición de las partes para decidir sus 

propias diferencias, sin que el Estado imponga modalidades de acuerdo u obligue a conciliar, ni mucho 

menos que conlleve a negar el acceso a la administración de justicia por no salir avante el trámite 

extrajudicial, esto es, que se desconozca la posibilidad de acudir a la justicia formal cuando no se pudo 

conciliar (Corte Constitucional, Sentencia C-598/11, 2011). 

El tercer fin constitucional también está relacionado con la materialización de los fines del Estado 

-artículo 2 C.P.-, en la medida que la conciliación facilita la realización de la convivencia pacífica, dado 

que son las partes, con la ayuda del tercero conciliador, quienes exploran las maneras de resolver la disputa, 
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siendo así un reflejo de su intención de suavizar las relaciones sociales. En palabras de la H. Corte 

Constitucional, la conciliación sustrae temporalmente, del procedimiento judicial, la solución del problema, 

preparando una ruta para que los conflictos sociales se arreglen por el método consensual; incentivando, de 

esta manera, el diálogo con el propósito de mitigar la cultura adversarial y suprimir el ambiente tenso de la 

controversia con ocasión de la contienda judicial (Sentencias C-1195/01, 2001; C-222/13, 2013).   

El cuarto fin constitucional respecto de la conciliación, de acuerdo con la Corte, radica en amparar 

el derecho fundamental al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política de 1991, 

ya que disminuye la amenaza de existir demoras injustificadas durante la búsqueda de resolución del 

problema. En tanto que, este debido proceso implica, entre otros privilegios, el derecho a obtener una 

inmediata y cumplida justicia; es que se predica su materialización a través de la conciliación extrajudicial, 

justamente, porque este mecanismo alternativo brinda la posibilidad de solucionar la controversia de 

manera ágil, pronta y sin retrasos (Sentencias C-1195/01, 2001; C-222/13, 2013).     

En último término, la jurisprudencia destaca que el quinto fin de la conciliación es influir de primera 

mano en el cumplimiento de la prestación del servicio público de administración de justicia, al colaborar 

con la descongestión del aparato judicial, conservando el despliegue del aparato de justicia solo en los 

asuntos en los que sea indispensable la intervención del Estado como titular de este poder coercitivo. A 

decir verdad, el mandato legal de acercar a las partes para que intenten llegar a un acuerdo; más no a 

conciliar, proporciona en la audiencia de conciliación una zona de conversación que puede convertir el 

vínculo entre las partes y su perspectiva de la discrepancia, cooperando de tal forma, a decrecer la 

mentalidad contenciosa, incluso, si la decisión sea no conciliar (Sentencias C-1195/01, 2001; C-893/01, 

2001; C-222/13, 2013).     

En estas condiciones, la conciliación garantiza la aplicación de las obligaciones consagradas en el 

artículo 95 constitucional, referentes a cooperar con el funcionamiento de la justicia -numeral 5- e inclinarse 

a conseguir y mantener la paz -numeral 6- (Sentencia C-037/96, 1996). 

De otro lado, y relacionado con que la conciliación extrajudicial, como instrumento flexible, ágil, 

efectivo y económico, contribuye a que las personas intervengan de manera directa en la solución de sus 
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propias diferencias, también se logra la satisfacción de fines esencialmente constitucionales, debido a que 

este mecanismo al ser una de las formas para administrar justicia, implica materializar principios y valores 

que orientan el Estado social de derecho, tales como la paz, la tranquilidad, el orden justo y la armonía de 

la interacción social, esto es, la convivencia, consagrada en el preámbulo y artículos 1 y 2 de la Constitución 

Política de 1991 (Corte Constitucional, Sentencias C-037/96, 1996; C-893/01, 2001).  

  En efecto, esos valores y principios constitucionales no se concretan exclusivamente con la justicia 

formal, sino que, de igual manera, se alcanzan mediante mecanismos alternos como la conciliación, con los 

cuales se procura que las partes no acudan a la vía judicial y, puedan resolver sus inconvenientes pacífica 

y amistosamente, como se ha expuesto.   

  Por parte de la doctrina, es importante resaltar que Torregrosa (2010) concuerda con el legislador 

y la Corte Constitucional respecto a que la conciliación posibilita el acceso efectivo a la justicia, propicia 

la solución pacífica de los desacuerdos y descongestiona el aparato de justicia; pero más allá de esto, este 

autor argumenta, desde una óptica de la sociología jurídica, que este mecanismo alternativo surge como 

una nueva vía para generar derecho, bajo un escenario de pluralismo y democracia, pues son las prácticas 

sociales de la comunidad, esto es su realidad, las que logran una justicia legítima y efectiva. De esta manera, 

se rompe con el paradigma que el derecho emerge exclusivamente de las normas creadas por el Estado, 

también se hace a través de las interacciones sociales, lo cual permite un desarrollo individual y colectivo, 

por cuanto se asegura la convivencia, el reconocimiento de las diferencias, la confianza en el otro, y una 

adecuada lectura del conflicto y su solución mediante nuevos esquemas plurales de justicia como la 

conciliación.  

Otros autores como Martínez (2016) y Gómez (2020) son concordantes en afirmar que la 

conciliación protege los intereses económicos del Estado. En especial Víctor Martínez expone que, además, 

en el campo de lo contencioso administrativo la conciliación se constituye en una herramienta novedosa 

que pretende fortalecer la conexión con el Estado y economizar los recursos públicos al prevenir sentencias 

condenatorias excesivas, máxime cuando es el particular quien acepta la propuesta formulada por la 

administración. Respecto al pago de las conciliaciones, Martínez (2016) señala que no puede verse como 
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una afectación al tesoro público; sino por el contrario, que a través de este mecanismo el Estado cumple sin 

demora sus obligaciones, de ahí que, la conciliación satisfaga de manera inmediata y eficiente la justicia, 

que es lo deseado por el ciudadano.  

Finalmente, y como corolario de lo expuesto en este capítulo, se puede concluir que se identificaron, 

desde el punto de vista constitucional, legal, jurisprudencial y doctrinal, los siguientes fines de la 

conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa: i) Descongestionar los despachos 

judiciales para tener una administración de justicia eficaz; ii) Proteger el patrimonio público al prevenir 

sentencias condenatorias excesivas; iii) Ampliar la cobertura para garantizar el acceso a la administración 

de justicia, generando un acercamiento entre el ciudadano y el Estado; iv) Posibilitar espacios de diálogo y 

encuentro que impulsen la participación de las personas en la solución de sus propios conflictos, facilitando 

el ejercicio de la voluntad y libre disposición; v) Amparar el debido proceso, al garantizar que el arreglo de 

las controversias se haga sin dilaciones injustificadas, mediante un trámite expedito, flexible y económico; 

y vi) Llevar a la práctica valores y principios constitucionales del Estado Social de Derecho como la paz, 

la tranquilidad, el orden justo y la convivencia pacífica. 

 

CAPÍTULO III.  DEL CUMPLIMIENTO DE LOS FINES DE LA CONCILIACIÓN Y EL 

PROYECTO DE ESTATUTO DE CONCILIACIÓN 

 

3.1. Cumplimiento de los fines de la conciliación extrajudicial 

 

3.1.1. Estudio de la conciliación como instrumento de descongestión judicial 

 Tal como se señaló en el anterior capítulo uno de los fines que fundamenta la conciliación 

extrajudicial en Colombia es la descongestión del aparato judicial. Frente a la congestión judicial, antes de 

la expedición del CPACA, ya se hablaba de un incremento en la congestión del 16.5% durante los años 

2006 y 2009 en la especialidad de la jurisdicción contenciosa administrativa (Congreso, 2009).  
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Más adelante, con la entrada en vigencia del CPACA, según datos de la Unidad de Desarrollo y 

Análisis Estadístico (UDAE) del Consejo Superior de la Judicatura, recopilados por la Corporación 

Excelencia en la Justicia (en adelante CEJ), puede establecerse que el índice de congestión3 de esta 

especialidad de la jurisdicción unos años aumenta y otros disminuye, pero siempre ha estado por encima 

del 50%, tal y como se muestra en la siguiente gráfica. 

Ilustración 1. Índice de congestión judicial en la jurisdicción contencioso administrativa desde el año 

2012 a 2020  

 
 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos recogidos del CEJ (2021).  

 

Los anteriores porcentajes concretados en números, se pueden observar en la tabla que se presenta 

a continuación: 

 
3 El índice de congestión se aprecia como la cantidad “de procesos judiciales que ingresaron en el año o estaban en 

inventario y no fueron evacuados. Por ejemplo, un Índice de Congestión de 60% quiere decir que por cada 100 

procesos judiciales entrantes o en inventario, 60 quedan sin evacuar” (CEJ, 2021). 
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Tabla 1. Cantidad de procesos judiciales que ingresan en el año, estaban en el inventario y fueron 

evacuados en la jurisdicción contencioso administrativa 

Año Inventario 

inicial 

Ingresos 

efectivos 

Egresos  

efectivos 

2012 220.565 331.089 256.536 

2013 227.511 253.103 215.834 

2014 208.843 281.306 231.287 

2015 220.565 331.089 256.536 

2016 248.760 279.399 214.273 

2017 233.441 268.061 191.621 

2018 254.284 258.367 198.160 

2019 275.544 250.413 216.597 

2020 270.597 169.946 158.532 

Fuente: Datos tomados del CEJ (2021).  

 

Lo manifestado anteriormente lleva a cuestionarse acerca de las razones por las cuales se presenta 

una alta congestión judicial en Colombia. Sobre el particular la CEJ (2020) en un estudio determinó que 

aspectos como la carencia de jueces, el rezago tecnológico, el incremento de las acciones judiciales, sumado 

a las constantes huelgas de la Rama Judicial e inclusive el COVID-19, han generado demoras en el sistema 

judicial. A esto se le adiciona la interposición en exceso de las acciones de tutela, que se ha convertido en 

la herramienta más expedita para acceder a la administración de justicia, particularmente, frente al colapso 

de la judicatura.  

Precisamente, con relación a la falta de jueces, el país se encuentra por fuera de los estándares 

internacionales, ya que según la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE, 

2015), lo esperado es que cada Estado cuente en promedio con 65 jueces por cada 100.000 habitantes; sin 

embargo, en Colombia no sucede así, pues para el 2020 existían 11.6, lo cual comparado con el año 2015 

muestra una disminución del 11%, cuando el índice era de 13.3 jueces (CEJ, 2020). 

 Estas circunstancias, conforme lo expone la CEJ (2020), han llevado a que Colombia sea clasificada 

en el puesto 70 entre 128 países en lo atinente a la productividad judicial según la World Justice Project, 
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debido a que en promedio la duración de un proceso, desde que entra al despacho judicial hasta que finaliza 

con sentencia, es de 1.288 días. Así, es pertinente reseñar, como lo hace Hernando Herrera Mercado (2020), 

director de la CEJ, que debe hacérsele un reproche a la Rama Judicial, por cuanto países como Chile, Brasil 

y Perú, que cuentan con menos togados generan tres veces más fallos, o el caso de Estados Unidos, cuyos 

jueces sacan hasta siete veces más sentencias que en Colombia. 

 Es claro entonces que la congestión judicial ha afectado la imagen del sistema de justicia 

colombiano, creando por parte de la ciudadanía una desconfianza, ya que para el año 2010 la percepción 

favorable era del 38% y desfavorable del 55%, que en comparación con el 2019 fue escasamente del 15% 

favorable ante el 79% desfavorable, de acuerdo con la encuesta de Gallup Poll Colombia compilada por la 

CEJ (2020). 

Ahora bien, para entrar a determinar si la conciliación cumple con su papel de descongestión, es 

pertinente analizar, en principio, las estadísticas suministradas por la PGN relativas al número de solicitudes 

de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa radicadas, efectivamente tramitadas, 

con acuerdo y aprobadas e improbadas por el juez, durante los años 2010 a 2020 a nivel nacional. 
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Ilustración 2. Número de solicitudes de conciliación radicadas ante la PGN durante los años 2010 a 2020 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación 

Administrativa de la PGN (2021).  

 

Ilustración 3. Número de solicitudes de conciliación efectivamente tramitadas ante la PGN durante los 

años 2010 a 2020 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación 

Administrativa de la PGN (2021).  

 

Ilustración 4. Número de acuerdos conciliatorios totales logrados ante la PGN durante los años 2010 a 

2020 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación 

Administrativa de la PGN (2021).  
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Ilustración 5. Número de acuerdos conciliatorios parciales logrados ante la PGN durante los años 2010 

a 2020 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación 

Administrativa de la PGN (2021).  

 

Ilustración 6. Número de acuerdos totales de conciliación aprobados por la jurisdicción contencioso 

administrativa durante los años 2010 a 2020 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación 

Administrativa de la PGN (2021).  

 

Ilustración 7. Número de acuerdos totales de conciliación improbados por la jurisdicción contencioso 

administrativa durante los años 2010 a 2020 

 

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación 

Administrativa de la PGN (2021).  
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 Conforme a los datos suministrados por la PGN, durante los años 2010 a 2020 se radicaron en total 

672.419 (100%) solicitudes de conciliación extrajudicial, de las cuales solo se tramitaron de manera efectiva 

470.028, esto es, el 69.9%. De esa cantidad de solicitudes verdaderamente tramitadas, solo en 59.338 

(12,6%) se logró llegar a un acuerdo conciliatorio -total o parcial-, por lo que, se puede decir que el 

promedio de acuerdos es de 5.394, una cantidad demasiado baja teniendo en cuenta el número de solicitudes 

a las que se les dio trámite. Ahora bien, del total de esos casos en los que se llegó a un acuerdo conciliatorio, 

la jurisdicción de lo contencioso administrativo únicamente impartió aprobación en 31.390 (4.65%); de ahí 

que, los 27.948 (4.15%) acuerdos restantes no contaron con ese aval judicial.  

A partir de las anteriores cifras, se puede aseverar que la conciliación extrajudicial en materia 

contencioso administrativa en un nivel muy bajo satisface el fin establecido por el legislador de 

descongestionar el aparato de justicia, pues, solo basta ver el número total de ingresos efectivos de 

demandas en los despachos judiciales administrativos desde el año 2012 hasta el año 2020, que fue de 

2.422.773 (Tabla 1). A esta conclusión se llega de confrontar este monto de 2.422.773 procesos 

contenciosos radicados, frente a las solicitudes con acuerdo conciliatorio aprobado por la judicatura 

(31.390), es decir el 1.29%, que fueron los casos que realmente no llegaron a instancias judiciales; un 

número y porcentaje completamente ínfimo.  

Este análisis también se sustenta en estudios realizados por la Cámara de Comercio de Bogotá y la 

CEJ para el Departamento Nacional de Planeación (2015), en donde a partir de datos suministrados por la 

PGN y el Ministerio de Justicia y del Derecho, se concluyó que la conciliación no estaba logrando los 

propósitos de desjudicialización y descongestión, pues así lo demostraban el mínimo número de solicitudes 

de conciliación frente a la gran cantidad de exigencia de justicia formal de la ciudadanía. Por lo que, si la 

descongestión judicial ha bajado ha sido por la implementación de políticas distintas al uso de los MASC, 

pese a ello, el estudio afirmó que en nuestro país permanece la idea que este mecanismo alternativo 

contribuye eficazmente a la descongestión del sistema, de acuerdo a unas encuestas realizadas en los centros 

de conciliación. 
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3.1.2. Análisis de la conciliación como medio para acceder a la justicia 

 Tal como se explicó en el segundo capítulo, para que la conciliación cumpla de manera eficaz su 

función de promover el acceso a la justicia, es indispensable analizarlo a la luz del concepto de tutela 

judicial efectiva (Corte Constitucional, Sentencia C-1195/01, 2001). Guillermo Ormazábal (como se citó 

en Bordalí, 2011), plantea que el derecho a la tutela judicial es complementario a los derechos sustantivos, 

bajo el entendido que su razón de ser es velar por la efectividad de los mismos, mediante la declaración que 

haga la jurisdicción.  

En esos mismos términos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) al interpretar el 

artículo 25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH), manifestó que la finalidad de 

este derecho, requiere de la existencia de un recurso que no solo debe estar incorporado en la norma, sino 

que, además, debe resultar verdaderamente idóneo, por cuanto no puede predicarse su efectividad cuando 

por el contexto del país o por las particularidades de cada caso, se torna ilusorio, por ejemplo, cuando queda 

demostrada su inutilidad por la práctica, o cuando los jueces carecen de independencia, o se dé cualquier 

situación que deniegue la justicia (Opinión Consultiva OC-9/87, 1987). 

 En ese sentido, para esta investigación la efectividad juega un papel trascendental, debido a que no 

es suficiente con que se haya implementado legislativamente la conciliación extrajudicial como MASC, 

para que se predique su objetivo de garantizar el derecho a la administración de justicia. Por tal motivo, 

además de analizar los datos clasificados en las Ilustraciones 3, 4 y 5, resulta indispensable observar los 

acuerdos conciliatorios según los medios de control.  

Ilustración 8. Número de acuerdos totales conciliatorios distinguidos por medios de control durante los 

años 2010 a 2020 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación 

Administrativa de la PGN (2021).  

 

 De los anteriores datos estadísticos se puede deducir que, entre el período 2010 a 2020, el medio 

de control que genera más acuerdos conciliatorios entre las partes es el de nulidad y restablecimiento del 

derecho (69%), seguido de la reparación directa (18%), las controversias contractuales (11%), nulidad 

simple y repetición (1%). Es así que, realizando una suma aritmética de la cantidad de acuerdos arroja el 

resultado de 59.338 (12,6%) casos conciliados, los cuales al contrastarlos con las cifras de los acuerdos 

aprobados por la jurisdicción (Ilustración 5), esto es la cantidad de 31.390 aprobaciones judiciales, se tiene 

que de esas 59.338 solicitudes conciliadas, únicamente se obtuvo aprobación del acuerdo al que llegaron 

las partes en 31.390, es decir, en un 4.65% con relación al 100% de solicitudes radicadas en la PGN. 

  En ese entendido, a la luz de la tutela judicial efectiva, esos 31.390 casos de conciliación 

extrajudicial aprobados por el juez contencioso administrativo, permiten predicar, no en la intención querida 

por el constituyente y el legislador, que este mecanismo alternativo cumple en una proporción pequeña el 

fin de servir como instrumento idóneo y eficaz para acceder a la administración de justicia y, por 

consiguiente, satisfacer lo perseguido por los convocantes, ya que el restante de solicitudes con acuerdo, es 

Controversias 

contractuales, 

6,595, 11%

Nulidad y 

Restablecimiento, 

41,068, 69%

Nulidad y 

Repetición, 

738, 1%

Reparación 

Directa; 

10,937; 18%

Acuerdos por medios de control



 

 

 

49 

decir 27.948 (4.15%), si bien tuvieron acuerdo las mismas no recibieron aprobación judicial, por lo que no 

fueron efectivas y eso implica que al particular le queda acudir a la jurisdicción para reclamar su pretensión.  

 Al respecto, en una investigación realizada por Vargas (2015) se identificaron que las causales más 

comunes de improbación de la conciliación extrajudicial administrativa por la jurisdicción han sido: a) la 

carencia probatoria; b) la lesividad del acuerdo para el patrimonio público; c) la imposibilidad de hacer 

aprobaciones parciales por el juez frente a un acuerdo total de las partes; c) la operación de la caducidad; 

d) la falta de legitimación en la causa por pasiva; e) la ilegalidad del acuerdo conciliatorio; y f) la falta de 

capacidad para conciliar4. Esto cobra importancia, dado que frente a tan alto número de conciliaciones no 

aprobadas, es claro que tal suceso ha hecho perder el esfuerzo de las partes en el período conciliatorio 

analizado, de tal suerte que, afecta en gran parte la idoneidad y eficacia del mecanismo para las partes. 

Conforme a lo expuesto en este segmento, como ya se ha advertido, los números continúan siendo 

inferiores frente a la cantidad total de solicitudes de conciliación radicadas (Ilustración 1) y efectivamente 

tramitadas por la PGN (Ilustración 2).    

 

3.1.3. Estudio de la conciliación como mecanismo de protección del patrimonio público 

 Partiendo de la idea que la Constitución y la ley no definen el patrimonio público, el mismo ha sido 

concebido por la jurisprudencia del Consejo de Estado como el conjunto de bienes, derechos y obligaciones 

de los que el Estado es titular, que se usan para la realización de sus fines según la norma; de ahí que, su 

conservación pretenda que los recursos estatales sean gestionados eficiente y responsablemente (Sentencia 

2003-00254-01, 2005). Por consiguiente, el sentido de patrimonio público que sirve a esta investigación no 

es otro que el relacionado con el erario o tesoro público, esto es, los recursos económicos en cabeza del 

Estado, ya que la palabra patrimonio es un concepto indeterminado que no se reduce únicamente a aspectos 

económicos. 

 
4 Para ampliar el tema ver el artículo científico “¿Por qué los jueces no aprueban las conciliaciones administrativas? 

Garantismo judicial y deficiente gestión procesal de las entidades” (Vargas, 2015). 
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 Bajo tal precisión, es pertinente estudiar las cifras proporcionadas por la PGN sobre las pretensiones 

económicas inicialmente perseguidas por los convocantes de solicitudes de conciliación, en las que al llegar 

a un acuerdo, se logró establecer un monto menor y la respectiva diferencia entre ambos valores, durante 

el período 2010 a septiembre de 2021. 

Tabla 2. Ahorros en dinero del Estado por acuerdos conciliatorios de los años 2010 a 2013 

 2010 2011 2012 2013 

Pretensiones 710.185.957.330 1.558.706.819.810 502.945.936.284 569.912.678.878 

Acuerdos 316.980.356.247 1.145.825.574.532 266.453.266.613 328.846.056.510 

Ahorro 393.205.601.083 412.881.245.278 236.492.669.671 241.066.622.368 

 

Fuente: Datos suministrados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación Administrativa de la PGN (2021).  

 

Tabla 3. Ahorros en dinero del Estado por acuerdos conciliatorios de los años 2014 a 2017 

 2014 2015 2016 2017 

Pretensiones 810.122.580.397 437.995.954.503 445.394.063.068 485.129.008.190 

Acuerdos 385.391.548.741 245.111.889.754 352.083.961.426 322.392.635.915 

Ahorro 424.731.031.656 192.884.064.749 93.310.101.642 162.736.372.274 

 

Fuente: Datos suministrados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación Administrativa de la PGN (2021).  

 

Tabla 4. Ahorros en dinero del Estado por acuerdos conciliatorios de los años 2018 a septiembre de 2021 

 2018 2019 2020 2021 (sep) 

Pretensiones 748.258.832.551 296.038.604.985 193.508.275.064 391.293.634.222 

Acuerdos 441.906.422.851 167.585.311.268 123.678.296.986 80.978.835.290 

Ahorro 306.352.409.700 128.453.293.717 69.829.978.078 310.314.798.933 

 

Fuente: Datos suministrados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación Administrativa de la PGN (2021).  

 

 De los datos expuestos, es dable afirmar que la conciliación extrajudicial en asuntos contenciosos 

administrativos es una herramienta que, en un bajo grado, preserva las arcas del Estado, y tal medida 

satisface tenuemente este fin ideado por el legislador, por cuanto, al no ser muchos los acuerdos 
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conciliatorios como se expuso en el capítulo anterior, en las pocas conciliaciones que se lograron entre el 

año 2010 y el mes de septiembre del 2021, se observa un ahorro promedio de $247.688.182.429, que 

prácticamente corresponde a un 41% menos del promedio de todo lo pretendido por los convocantes ($ 

595.791.028.774), un ahorro que podría parecer destacado con relación a un eventual pleito judicial que 

por temas de indexación implicaría un aumento considerable en la condena, sumado al largo tiempo que 

transcurriría para resolver la controversia debido a la congestión judicial; pero que se considera escaso 

atendiendo que en 27.948 casos conciliados el juez decidió no aprobarlos, por lo que el porcentaje podría 

ascender al menos al 50% para medirse como un cumplimiento medio. 

 

3.1.4. Examen de la conciliación como espacio de diálogo y práctica de valores y principios 

constitucionales 

Como se ha expuesto a lo largo de esta investigación, la conciliación extrajudicial posibilita 

espacios de diálogo y encuentro que impulsan la participación de las personas en la solución de sus propios 

conflictos, facilitando el ejercicio de la voluntad y libre disposición, así mismo, lleva a la práctica valores 

y principios constitucionales del Estado Social de Derecho como la paz, la tranquilidad, el orden justo y la 

convivencia pacífica. Al respecto, estas variables son difíciles de medir cuantitativamente dado su carácter 

abstracto, pero a partir de la interpretación de la estadística se puede sostener su materialización o no. Es 

por ello que, adicional a las cifras recopiladas en las Ilustraciones 1 a 7, deben tenerse en cuenta datos como 

los asuntos no conciliables, reconsideraciones solicitadas y aceptadas, y audiencias realizadas.  

Ilustración 9. Número de asuntos no conciliables, reconsideraciones solicitadas y aceptadas, y audiencias 

realizadas durante los años 2010 a 2020 
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Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados desde el SICOA por la Delegada para la Conciliación 

Administrativa de la PGN (2021).  

 

 Las anteriores cifras muestran que desde el año 2010 a 2020 en la PGN se han adelantado 651.402 

audiencias de conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa, se han expedido 19.873 

constancias de asuntos no conciliables según la ley y se han realizado 11.757 solicitudes de reconsideración 

a la entidad convocada que se niega a tener ánimo conciliatorio, de las cuales 3.363 han sido reconsideradas, 

donde la posición negativa cambia por la de un acuerdo conciliatorio total o parcial; esta circunstancia es 

importante, debido a que en la práctica los Procuradores de oficio solicitan a las entidades convocadas 

reconsiderar su no ánimo conciliatorio en casos, por ejemplo, laborales administrativos relacionados con la 

prima especial y la bonificación judicial a que tienen derecho magistrados, jueces y cargos equivalentes, la 

cual ha tenido reconocimiento jurisprudencial reiterado, inclusive por medio de Sentencia de Unificación 

del Consejo de Estado, o, en temas de reparación directa cuando el acervo probatorio es contundente en 

demostrar que el caso terminará con una probable sentencia condenatoria; sin embargo, a pesar de esto, 

algunas entidades todavía se niegan a conciliar y deciden dejar su resolución a la jurisdicción.  
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Con los anteriores datos, podría ser factible colegir que con la conciliación se crean espacios de 

diálogo y encuentro, no más basta ver las 651.402 audiencias celebradas en donde el Procurador judicial o 

delegado se dispone a escuchar la posición de cada una de las partes y las insta a encontrar una solución a 

fin de acabar con la controversia de manera expedita. No obstante, el análisis de este fin debe ligarse a las 

variables de número total de solicitudes de conciliación radicadas (100%), acuerdos logrados (8.8.%), 

aprobados (4.65%) e improbados (4.15%) por la jurisdicción, pues es cuando con el acuerdo avalado por el 

juez que el mecanismo logra beneficios para todas las partes involucradas y que al dar por terminado el 

conflicto, adquiere las prerrogativas de hacer tránsito a cosa juzgada y prestar mérito ejecutivo. 

Por consiguiente, se deduce el cumplimiento de este fin en un nivel bajo, por cuanto este espacio 

de diálogo solo logró impulsar la participación de las personas en la solución de sus propios conflictos, 

facilitando el ejercicio de la voluntad y libre disposición, frente al número total de acuerdos conciliatorios 

homologados por el juez -31.390 = 4.65%- (Ilustración 6), en los que las partes en ejercicio de su autonomía 

de la voluntad decidieron solucionar su conflicto por sí mismas. 

En cuanto a que la conciliación lleva a la práctica valores y principios constitucionales del Estado 

Social de Derecho como la paz, la tranquilidad, el orden justo y la convivencia pacífica, sigue igual suerte 

de lo anterior y se cumple en la misma baja medida, así lo demuestran los datos de acuerdos conciliatorios 

y sus aprobaciones judiciales (4.65%), esto bajo el entendido que la paz abarca a los demás principios al 

expresarse como (i) una obligación ciudadana de convivir con sometimiento a las normas jurídicas y de 

atender apaciblemente las discrepancias, (ii) un deber estatal de idear y ejecutar actuaciones legales y 

políticas para asegurar la convivencia pacífica, (iii) un acto estatal dirigido a la consecución gradual del 

cabal goce de los derechos fundamentales, y (iv) una alternativa preferente para resolver sin violencia las 

problemáticas sociales como mecanismo alternativo que sobrepase los esquemas constitucionales (Corte 

Constitucional, Sentencia C-630/17, 2017).  

Finalmente, en cuanto al objetivo constitucional de que la conciliación ampara el debido proceso, 

al garantizar que el arreglo de las controversias se haga sin dilaciones injustificadas, mediante un trámite 

expedito, flexible y económico, también es un propósito hecho realidad en una pequeña magnitud dado el 
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porcentaje de 4.65% de acuerdos homologados, además al observar el contenido del artículo 20 de la Ley 

640 de 2001 el cual establece que la audiencia de conciliación deberá realizarse a la mayor brevedad posible, 

a lo sumo, dentro de los 3 meses (aproximadamente 90 días corrientes) siguientes a la radicación de la 

solicitud, lo cual comparado frente a la duración promedio de un proceso judicial contencioso 

administrativo es completamente ágil, por cuanto en fase escritural (Decreto 01 de 1984) en primera 

instancia, según el despacho judicial a cargo, es decir, en Juzgados Administrativos la duración en promedio 

es de 600 días corrientes y en Tribunal Administrativo 768 días corrientes y en segunda instancia de 1466 

días corrientes, así como en fase oral (Ley 1437 de 2011), un promedio de duración de 331 días corrientes 

en primera instancia y 269 días corrientes en segunda instancia, conforme al estudio de tiempos procesales 

realizado por el Consejo Superior de la Judicatura (2016). 

 No obstante lo anterior, debe advertirse, como se hizo en el primer capítulo, que con ocasión del 

Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica por el COVID-19, el Presidente de la República 

expidió el Decreto Legislativo 491 de 28 de marzo de 2020, en el cual dispuso, que en las conciliaciones 

ante la PGN se priorizarían los procedimientos no presenciales, igualmente modificó el plazo de trámite 

para las conciliaciones extrajudiciales, el cual hasta que perdure la emergencia sanitaria, viene siendo de 5 

meses (aproximadamente 150 días corrientes), término que continúa siendo inferior en contraste con el de 

un proceso judicial.  

 Bajo el contexto anotado, de este título se arriba a la conclusión que la conciliación extrajudicial en 

materia contencioso administrativa ha sido poco efectiva, debido a que se demostró un cumplimiento bajo 

en cada uno de sus fines de acuerdo a las cifras estadísticas recopiladas, que no alcanzaron ni siquiera el 

50%.   

 

3.2. Comentarios al proyecto de ley sobre el Estatuto de la Conciliación 

 Sea lo primero señalar que el Ministerio de Justicia y del Derecho en julio de 2020 radicó el 

proyecto de ley 066 de 2020, por medio del cual se buscaba expedir el Estatuto de Conciliación, no obstante, 

al año siguiente el mismo se archivó por tránsito de legislatura. Acto seguido esa misma cartera ministerial, 
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radicó otro proyecto ley, el No. 008 de 2021, el cual tiene el mismo contenido que el 066 de 2020, pero 

actualizado con algunas de las modificaciones que ya había realizado el Senado de la República en el 

informe de ponencia para primer debate del ya mentado proyecto 066. 

 El texto del proyecto 008 de 2021 fue aprobado en primer debate por la Comisión Primera del 

Senado de la República el 2 de septiembre de 2021, actualmente, se encuentra pendiente de discutir 

ponencia para segundo debate en esa célula legislativa. Por consiguiente, el análisis, teniendo en cuenta el 

objeto de esta investigación, se realizará sobre el texto propuesto para segundo debate ante la plenaria del 

Senado. 

A partir del marco general como primer punto a resaltar de este proyecto se considera la 

consagración expresa del artículo tercero de los fines de la conciliación, entre los que se encuentran, además 

de los identificados con este trabajo, construir tejido social y proteger el interés general. Igualmente, en el 

artículo cuarto se incorpora la nomoárquica de la conciliación, la cual debe estar orientada bajo principios 

como la autocomposición, garantía de acceso a la justicia, celeridad, confidencialidad, informalidad, 

economía, transitoriedad de la función de administrar justicia del conciliador particular, independencia del 

conciliador y seguridad jurídica.  

Entratándose de la conciliación en sede contencioso administrativa, además de los anteriores 

principios, deben armonizarse con los principios de la función administrativa y gestión fiscal contenidos en 

los artículos 209 y 267 de la Constitución Política y los aplicables al CPACA. Aunque, en el artículo 88 se 

definen otros principios especiales que se refieren a la salvaguarda por parte de los procuradores del 

patrimonio público y el interés general, de los derechos ciertos, indiscutibles, mínimos e intransigibles y la 

protección reforzada de la legalidad.  Esta principialística jurídica además de permitir la preservación de 

los fines de la conciliación, le otorga una solidez jurídica a este mecanismo de manera que permite 

garantizar no solo los derechos de las partes en conflicto, sino de todo el conglomerado.  

 Otro tema sustancial propuesto, es el uso idóneo y seguro de los medios electrónicos para realizar 

el trámite conciliatorio, así lo prevé el artículo sexto, por lo cual el proceso podrá efectuarse de manera 

presencial, virtual o mixta. Ahora, en asuntos contencioso administrativos el artículo 96 hace imperativo 
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este uso de las tecnologías, especialmente para la celebración de las audiencias; esto es importante debido 

a que, según la PGN (2021) en el año 2020 debido a la pandemia se realizaron 27.612 audiencias en 

modalidad virtual y en lo que va corrido del 2021 se han celebrado 25.371, lo cual comparado frente a las 

audiencias presenciales del año 2019 (60.313), demuestra que pese a la contingencia se intentó continuar 

con el servicio de conciliación, pues si bien las audiencias presenciales han sido mayores, comparado con 

las virtuales, las mismas ascienden a un 44%, un porcentaje considerable para no haber estado planeado.  

Así las cosas, la utilización de las herramientas tecnológicas para el desarrollo del procedimiento 

conciliatorio, contribuirá a aumentar la cobertura, agilizar el trámite, conocer previamente la posición de 

las partes y tener un contacto permanente, haciendo eficaz el mecanismo para la materialización de sus 

fines.   

El Título V regula todas las normas especiales de la conciliación en asuntos contencioso 

administrativos, destacándose el artículo 85 en el que se introduce una definición de este mecanismo en esa 

especialidad. En el artículo 86 de los asuntos susceptibles de acuerdo es pertinente resaltar el inciso cuarto, 

que dispone el acudir a la conciliación de común acuerdo por las partes de un posible conflicto así no se 

tenga intención de demandar, lo cual promueve la esencia real de este mecanismo cambiando la idea 

distorsionada sobre el requisito de procedibilidad como una mera imposición legal. El parágrafo del artículo 

89 sobre el requisito de procedibilidad, exige que cuando las partes de una conciliación sean entidades 

públicas el mecanismo será requisito de probabilidad, disposición que de entrada denota la intención de 

fomentar una pedagogía de la conciliación, pues es lógico que desde el interior del sector público se dé 

buen ejemplo de resolver las diferencias amistosamente a través del diálogo y así erradicar la cultura 

litigiosa. 

El artículo 92 consagra la competencia para adelantar este tipo de conciliación, la cual continúa 

siendo exclusiva de la PGN, pero trae la novedad de un cuerpo colegiado de tres procuradores, que surtirá 

el trámite cuando la cuantía de la pretensión económica sea de 5.000 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes o mayor a esta cantidad. Esto se ve con buenos ojos, debido a que solicitudes con estas elevadas 

cuantías, requieren de un espacio de deliberación donde varios funcionarios calificados para lograr fórmulas 
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de arreglo, vigilen que en esos acuerdos se respete no solo el patrimonio público, sino el orden jurídico, y 

los derechos y garantías fundamentales, conforme la función ordenada en la Constitución.  

De otro lado, en el artículo 94 se plantea la extensión del régimen de impedimentos y recusaciones 

de los servidores públicos contenido en el CPACA a los agentes del Ministerio Público en el trámite 

conciliatorio, lo cual garantiza la cualificación, imparcialidad y eficacia de esos funcionarios para adelantar 

un trámite de manera transparente, convirtiéndose en un derecho del solicitante, que, además, le generará 

una confianza para acudir al mecanismo.  

En el artículo 95 se enuncian las atribuciones del agente del Ministerio Público en el trámite 

conciliatorio, dentro de las que se destacan la número 7 consistente en que este funcionario podrá solicitar 

la asistencia técnica de la Dirección Nacional de Investigaciones de la PGN, cuerpo investigativo y 

especializado que a través de sus informes, como pruebas podrán esclarecer el procedimiento a fin de 

respaldar o no el ánimo conciliatorio. Adicionalmente, la atribución número 8 relacionada con solicitar la 

reconsideración a los Comités de Conciliación cuando sea evidente una potencial condena, al existir 

sentencias de unificación o jurisprudencia reiterada en el asunto, o la fórmula conciliatoria amenace la 

legalidad, el interés público o social o lesione el patrimonio público; situación que ya se venía dando en la 

práctica, como se mencionó en el anterior título, y ha coadyuvado a lograr acuerdos conciliatorios que en 

un principio no tenían esa intención.  

Otra particularidad de este proyecto es hacer extensiva la figura del agente oficioso (artículo 97), 

contemplada en el CGP, para presentar la solicitud de conciliación en temas contencioso administrativos, 

figura que, debido a la imposibilidad del interesado de acudir, va a permitir garantizar sus derechos 

constitucionales, especialmente, el de acceso a la justicia.   

Por su parte, en cuanto a los requisitos de la solicitud de convocatoria de conciliación, el artículo 

98, entre otros, exige al convocante proponer una fórmula de acuerdo con exactitud, condición que en la 

actualidad no se impone, por consiguiente, esta disposición logrará que las partes realmente intenten 

conciliar y no hacerlo únicamente como un prerrequisito que exige la ley para demandar. Lo mismo ocurre 

con lo dispuesto en el artículo 105, donde se describe el desarrollo de la audiencia de conciliación, en la 
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cual se ordena al procurador judicial plantear una opción de arreglo apropiada en caso de que los interesados 

no lo hagan; conforme a ello, se ve que la intención del legislador es que los intervinientes en el trámite 

asimilen y apropien el verdadero valor de la conciliación para solucionar la controversia pacíficamente.  

Finalmente, en el artículo 103 sobre la admisión de la solicitud, cabe destacar que el procurador 

deberá, entre otras cosas, ordenar: i) la modalidad en que se realizará la diligencia, virtual o presencial, por 

lo que de entrada ya se va consolidando la virtualidad; ii) las pruebas indispensables para configurar el 

acuerdo cuando sea procedente, para ello otorgará un término de 20 días a la parte requerida, que de no 

hacerlo en ese término se entenderá que no se alcanzó el acuerdo (artículo 104), circunstancia grave, por 

cuanto, el legislador debería consagrar una excepción, dado que en algunas ocasiones la parte no alcanza a 

conseguir las pruebas no por su descuido sino por la renuencia de un tercero; iii) las consecuencias jurídicas 

de la no asistencia a la audiencia5, que advierte y hace tomar conciencia a las partes de la importancia de 

este espacio de diálogo y encuentro; iv) el traslado antes de la diligencia de la decisión del comité de 

conciliación de la entidad convocada, lo cual actualmente se realiza y ha contribuido a que la parte contraria 

conozca previamente la posición del otro para solicitar la reconsideración y, a la vez, ratificar o buscar otras 

formas de arreglo distintas a las inicialmente planteadas; y v) comunicar a la Contraloría General de la 

República, para que evalúe si interviene o no en el procedimiento, que como órgano de control fiscal, 

actuará en pro del patrimonio público.  

Del anterior análisis, puede sintetizarse que el proyecto de Estatuto de Conciliación está 

encaminado a potenciar este mecanismo, ampliar su cobertura con la implementación de los medios 

tecnológicos, dotar de facultades y obligaciones a los procuradores para que logren más y mejores acuerdos, 

bajo la guía de unos principios generales y específicos, que además de darle solidez jurídica, permitirán una 

mayor concreción de los fines para los que fue instaurada la conciliación extrajudicial.  

 

 
5 Que, en caso de no justificar su inasistencia, van desde contemplar la conducta como un indicio grave en contra de 

las pretensiones o excepciones de mérito que se llegaren a proponer en el futuro proceso judicial, adicional a que si la 

conciliación se circunscribe como requisito de procedibilidad, el juez en el proceso impondrá una multa equivalente 

a 2 SMLMV (artículo 107). 
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3.3. Recomendaciones o Propuestas 

 Con fundamento en todo lo expuesto en esta investigación, aún existen algunas medidas que no se 

han implementado en el ordenamiento jurídico colombiano, y que de hacerse, pueden contribuir al 

mejoramiento continuo y eficaz de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa.  

 La primera medida que se debe adoptar es la de la pedagogía de la resolución pacífica de los 

conflictos, no debe dejarse la capacitación frente a los MASC solo para el ámbito jurídico de los abogados. 

Es importante que la PGN como operador de la conciliación extrajudicial en asuntos contencioso 

administrativos en coordinación con los Ministerios de Justicia y del Derecho y de Educación, incentiven 

desde la básica primaria o secundaria este conocimiento, a través de brigadas o eventos donde se den a 

conocer los beneficios de este mecanismo; así como con el nuevo proyecto de ley le corresponderá a los 

procuradores judiciales realizar visitas constantes a los comités de conciliación para vigilar el cumplimiento 

de sus funciones, esos mismos agentes deberían acercarse a la comunidad para compartir sus conocimientos 

y experiencias sobre el tema. Creando una cultura de la conciliación extrajudicial, se reducirá la litigiosidad 

y se formarán ciudadanos más humanos, conscientes y diplomáticos para resolver sus problemas 

amistosamente. 

 Frente a la implementación de la pedagogía en los MASC, el Consejo Privado de Competitividad 

(2020), en su informe nacional de competitividad, en relación con el sector justicia, recomendó como acción 

pública que el empleo facultativo de la conciliación extrajudicial debería ser promovido mediante 

actividades educativas y de divulgación que destaquen sus utilidades como mecanismo alternativo y no 

como un presupuesto de procedibilidad.  

 El proyecto de ley 066 de 2020, como iniciativa legislativa del Ministerio de Justicia preveía no 

solo atribuirle facultades a los centros de conciliación privados para adelantar conciliaciones en materia 

contencioso administrativa, sino que los mismos fueran refrendados por la PGN, refrendación que estaría 

sometida a un recurso de revisión judicial cuando se afectara el patrimonio público o vulnerara el 

ordenamiento jurídico, lo cual pudo ser una medida innovadora, pero así no lo quiso el legislador.  
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 Bajo ese panorama, es claro que el conocimiento de las conciliaciones extrajudiciales en asuntos 

contencioso administrativos, debe continuar siendo competencia exclusiva  de los agentes del Ministerio 

Público, en tanto la especialidad del tema, los sujetos, la gratuidad y los intereses que se ventilan. No 

obstante, el legislador debería atribuirle funciones jurisdiccionales a los procuradores judiciales y delegados 

para que sean estos agentes del Ministerio Público quienes realicen la aprobación o improbación del acuerdo 

conciliatorio a través de salas de decisión conformadas por un número impar de estos funcionarios, decisión 

que haría tránsito a cosa juzgada y prestaría mérito ejecutivo; pues si bien son los jueces los únicos 

facultados para ejercer control de legalidad, no debe olvidarse que la PGN dentro de sus funciones 

constitucionales también es garante del patrimonio público, el ordenamiento jurídico y las garantías y 

derechos fundamentales. 

 Aún así, debe consagrarse un recurso de control o revisión judicial a la aprobación o improbación 

de ese arreglo conciliatorio ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, pero que sea un recurso 

de carácter extraordinario, donde su procedencia está supeditada a unas causales específicas entre las que 

deben estar la grave afectación al erario, desconocimiento del ordenamiento jurídico, vulneración a 

derechos fundamentales, es decir, aspectos taxativos verbigracia, como sucede con las causales del recurso 

extraordinario de revisión contempladas en el artículo 250 del CPACA. 

Esta proposición contribuiría a agilizar el trámite para que el particular pueda cobrar al Estado su 

pretensión, generaría credibilidad y confianza en la PGN como Ministerio Público, al igual que haría que 

sus funcionarios asumieran su función como mayor seriedad y pertenencia; además que, descongestionaría 

los despachos judiciales, al ya no conocer de este trámite. De igual manera, no es nada descabellado, dado 

que si se le han atribuido funciones jurisdiccionales a este órgano de control, por ejemplo, para adelantar 

actuaciones disciplinarias que son procesos de índole sancionatorio con una protección sin precedentes del 

derecho internacional de los derechos humanos al ponerse en marcha el poder punitivo del Estado, porqué 

no hacerlo con el trámite conciliatorio que versa sobre reconocimientos de carácter económico.  

De igual manera, y atendiendo el alto número de conciliaciones extrajudiciales improbadas por los 

jueces contencioso administrativos, los Procuradores Judiciales deben ser más cautelosos en cuanto al 
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cuidado de la legalidad y procedimiento del acuerdo conciliatorio, pues algunas de las causales de no 

aprobación pueden ser subsanables, de ahí que dichos agentes también son responsables y deben ser 

diligentes en su función conciliatoria a fin de evitar tantas improbaciones, que de ser avaladas potenciarían 

incluso más la idoneidad y eficacia del mecanismo alternativo para las partes.  

Por último y en armonía con lo anterior, debería hacerse forzosa la intervención de la Contraloría 

General de la República en el trámite conciliatorio extrajudicial contencioso administrativo máxime cuando 

se trate de cuantiosas pretensiones económicas, con el fin de que este organismo realice un examen previo 

en uso de su control concomitante y preventivo, donde conceptúe si con el acuerdo se causaría un riesgo al 

fisco y en caso de ser así cómo prevenirlo, circunstancia que se constituiría en garantía tanto para la entidad 

estatal que asiste a conciliar y muchas veces no lo hace por temor a investigaciones disciplinarias, fiscales 

o juicios de repetición, como para las salas de decisión de los procuradores cuando vayan a aprobar o 

improbar la fórmula de arreglo.  

 

Conclusiones 

 
 Partiendo de la pregunta de investigación de este trabajo: ¿En qué medida se han cumplido los fines 

constitucionales y legales de la conciliación extrajudicial administrativa en Colombia desde el año 2010 

hasta el año 2020?, con el fin de resolverla se plantearon como objetivos específicos: i) analizar el 

mecanismo de la conciliación extrajudicial administrativa en Colombia, su evolución normativa y estado 

actual; ii) identificar los fines constitucionales y legales de la conciliación extrajudicial en materia 

contencioso administrativa; y iii) analizar las estadísticas de las solicitudes de conciliación tramitadas por 

la Procuraduría General de la Nación durante los años 2010 a 2020 a nivel nacional, con el fin de verificar 

la efectividad del mecanismo.  

Frente al primero de ellos, luego de un rastreo cronológico-legal, se pudo constatar que el 

antecedente originario en el ordenamiento jurídico colombiano para la implementación de la conciliación 

extrajudicial en asuntos contencioso administrativos, se dio en el derecho privado (en materia civil y 
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laboral), adquiriendo con el tiempo, a partir de  la Constitución Política de 1991, una fundamentación 

constitucional y democrática, la cual ha generado para el legislador y el ejecutivo la necesidad de expedir 

diversas normas de forma diseminada y a veces no armónica; pero con el propósito de desarrollar 

integralmente el mecanismo. En ese sentido, la conciliación extrajudicial administrativa ha tenido un 

desarrollo legislativo y reglamentario progresivo, sin embargo el mismo no ha sido tal, que permita hacerlo 

un mecanismo tan efectivo como lo ideó el constituyente y el mismo legislador.  

 Con relación al segundo objetivo, se pudo identificar, desde el punto de vista constitucional, legal, 

jurisprudencial y doctrinal, que los fines de la conciliación extrajudicial en materia contencioso 

administrativa son principalmente: i) Descongestionar los despachos judiciales para tener una 

administración de justicia eficaz; ii) Proteger el patrimonio público al prevenir sentencias condenatorias 

excesivas; iii) Ampliar la cobertura para garantizar el acceso a la administración de justicia, generando un 

acercamiento entre el ciudadano y el Estado; iv) Posibilitar espacios de diálogo y encuentro que impulsen 

la participación de las personas en la solución de sus propios conflictos, facilitando el ejercicio de la 

voluntad y libre disposición; v) Amparar el debido proceso, al garantizar que el arreglo de las controversias 

se haga sin dilaciones injustificadas, mediante un trámite expedito, flexible y económico; y vi) Llevar a la 

práctica valores y principios constitucionales del Estado Social de Derecho como la paz, la tranquilidad, el 

orden justo y la convivencia pacífica. 

 En cuanto al tercer objetivo, a partir del análisis de los datos estadísticos proporcionados por la 

PGN, se puede deducir que la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa durante el 

período de 10 años estudiado ha sido poco efectiva, de acuerdo al bajo porcentaje de cumplimiento de cada 

uno de sus fines constitucionales y legales.  

En efecto, se observó que durante los años 2010 a 2020 se radicaron 672.419 solicitudes de 

conciliación extrajudicial ante la PGN, de las cuales realmente solo se tramitó el 69.9%6 y se logró acuerdo 

en el 8.8%7, siendo aún más desconcertante la cifras de aprobaciones e improbaciones judiciales, esto es, 

 
6 Porcentaje equivalente a 470.028 solicitudes de conciliación. 
7 Porcentaje equivalente a 59.338 solicitudes de conciliación. 
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el 4.65%8 y el 4.15%9, respectivamente, lo cual demuestra la carencia de una cultura para la resolución 

pacífica de los conflictos y el poco interés de las partes por sacar el máximo provecho a esta figura.  

Es así como, se concluyó que la conciliación extrajudicial en temas contencioso administrativos, 

en su función de descongestionar los despachos judiciales, se cataloga como el objetivo que menos se 

cumple, dentro de una categoría de baja magnitud, dado que al confrontar el número total de ingresos 

efectivos de demandas en los despachos judiciales administrativos desde el año 2012 hasta el año 2020, que 

fue de 2.422.773, cifra que al compararse con las solicitudes que tuvieron acuerdo conciliatorio aprobado 

por la jurisdicción, esto es 31.390 (1.29%), que fueron los casos que realmente no llegaron a instancias 

judiciales; denotan un número y porcentaje minúsculo al haber una diferencia entre ambos de 2.391.383 

casos. 

Ahora bien, frente al fin constitucional de garantizar el acceso a la administración de justicia a la 

luz de la tutela judicial efectiva, es poco efectiva dado que el número total de acuerdos conciliatorios 

aprobados por la jurisdicción, no son muestra de que este mecanismo alternativo sea idóneo y eficaz para 

satisfacer otros derechos de los convocantes en los casos analizados durante ese lapso, esto se explica 

debido a que el número de acuerdos conciliatorios homologados por los jueces se mide en una pequeña 

proporción en comparación con la cifra de solicitudes radicadas y, en contraste, al alto número de 

improbaciones judiciales, a pesar de haber existido acuerdo entre las partes.  

De otro lado, si bien las cifras no son alentadoras, se destacó que la conciliación contribuye en un 

bajo grado a la protección del patrimonio público, dado que de esas conciliaciones a las que se llegó a un 

acuerdo, en promedio se han ahorrado $247.688.182.429, que en comparación con el promedio total de lo 

perseguido por los convocantes, es decir la suma de $ 595.791.028.774, significan un 41% menos de dinero 

a pagar frente a una eventual condena judicial que con la indexación y el tiempo aumentarían las sumas de 

dinero a desembolsar, aunque es un porcentaje escaso si se tiene en cuenta que en 27.948 casos conciliados 

 
8 Porcentaje equivalente a 31.390 solicitudes de conciliación. 
9 Porcentaje equivalente a 27.948 solicitudes de conciliación. 
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la jurisdicción decidió no impartirles aprobación, por lo que el porcentaje podría ascender al menos al 50% 

para medirse como un cumplimiento medio.  

De manera similar, se analizaron los fines de la conciliación como espacio de diálogo y práctica de 

valores y principios constitucionales, a pesar de no poder ser medidos cuantitativamente dada su 

connotación axiológica, determinándose para el efecto que los mismos se alcanzan mínimamente, por 

cuanto al ligarse con los números totales de audiencias celebradas, asuntos conciliados y no susceptibles de 

conciliación en contraste con el bajo porcentaje total de acuerdos conciliatorios aprobados por la 

jurisdicción contenciosa, frente al gran número total de solicitudes presentadas, en baja cantidad se logra 

acercar a las partes para conversar, negociar y alcanzar la paz en un menor tiempo y, por ende, someramente 

garantizar el debido proceso sin dilaciones injustificadas, a pesar que el término legal del trámite es máximo 

de 3 meses (90 días), en comparación con el de un proceso judicial que puede ser de más de 600 días.  

No obstante lo anterior, durante la investigación también se destacó que el comportamiento del 

trámite conciliatorio en pandemia fue sobresaliente, por cuanto, a pesar de la contingencia se continuó con 

el trámite y la prestación del servicio de conciliación extrajudicial, pues se han celebrado 52.983 audiencias 

en modalidad virtual durante el año 2020 y en lo que va corrido del 2021 que confrontadas frente a las 

realizadas de manera presencial en el 2019, esto es 60.313, no es tan amplia la diferencia al tratarse de un 

asunto completamente imprevisto.  

A su vez, dentro del tercer objetivo se estudió el proyecto de ley de Estatuto de Conciliación que 

cursa en el Congreso, del cual se sintetizó que está encaminado a potenciar este mecanismo, ampliar su 

cobertura con la implementación de los medios tecnológicos, dotar de facultades y obligaciones a los 

procuradores para que logren más y mejores acuerdos, bajo la guía de unos principios generales y 

específicos, que además de darle solidez jurídica, permitirán una mayor concreción de los fines para los 

que fue instaurada la conciliación extrajudicial. No obstante, faltó a la iniciativa legislativa ser más 

ambiciosa, por eso se hacen proposiciones como la de desarrollar la pedagogía de la conciliación desde la 

educación primaria y secundaria por parte de la PGN y los Ministerios de Justicia y Educación; la de atribuir 

funciones jurisdiccionales a los agentes del Ministerio Público para que sean ellos quienes aprueben o 
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imprueben directamente el acuerdo conciliatorio, contando las partes con un recurso extraordinario de 

revisión ante la jurisdicción contencioso administrativa, bajo unas causales específicas, concientizar a los 

procuradores judiciales que deben responsabilizarse de la legalidad y correcto procedimiento de los 

acuerdos conciliatorios, a fin de que no sean improbados en sede judicial, máxime cuando las causales de 

esa no aprobación pueden ser subsanables; y hacer forzosa la intervención de la CGR en el procedimiento 

conciliatorio para que emita un concepto en uso de su control concomitante y preventivo. 

Así las cosas, atendiendo la escala de medición referenciada en el acápite introductorio, frente a la 

pregunta de investigación se encontró que en Colombia la conciliación extrajudicial en materia contencioso 

administrativa cumple en una baja medida sus fines constitucionales y legales, bajo el entendido que del 

100% de solicitudes de conciliación extrajudicial presentadas durante los años 2010 a 2020, tan solo se 

logró acuerdo conciliatorio en el 8,8%, media dentro de la cual el 4.65% correspondió a acuerdos con 

aprobación judicial y el 4.15% a acuerdos sin dicho aval, conforme a las estadísticas suministradas por la 

PGN y el análisis realizado frente a cada uno de sus fines.  
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